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anexo f-3*
RESPUESTAS DE CHILE A LAS PREGUNTAS FORMULADAS
POR EL GRUPO ESPECIAL
PARA AMBAS PARTES

1. El párrafo 5 del artículo 21 del ESD dispone lo siguiente:

"En caso de desacuerdo en cuanto a la existencia de medidas destinadas a cumplir las recomendaciones y resoluciones o a la compatibilidad de dichas medidas con un acuerdo abarcado, ..."  (sin subrayar en el original)

Sírvanse indicar cuáles son las "medidas destinadas a cumplir las recomendaciones y resoluciones" pertinentes en litigio en estas actuaciones.  ¿Se refieren esas medidas al SBP íntegramente, a las modificaciones introducidas en el SBP, a determinadas características del SBP o a alguna otra cosa?  Sírvanse hacer referencia, si es preciso, a las secciones de los informes del Grupo Especial y del Órgano de Apelación correspondientes a las actuaciones iniciales que den apoyo a su respuesta.

La medida chilena destinada a cumplir las recomendaciones y resoluciones del OSD consiste en el establecimiento de derechos específicos, en dólares de los Estados Unidos de América y de rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valorem, del arancel aduanero, los que afectarán la importación de trigo y harina de trigo, en la forma que señala la Ley 19.897 de 2003 y su Reglamento contenido en el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda 831 de 2003.  Esta medida es sustancialmente distinta respecto del Sistema de Bandas de Precio (SBP).  Si bien se conservaron algunas denominaciones, ello se hizo por razones ajenas al cumplimiento, lo que ciertamente no afecta la compatibilidad de esta nueva medida con las obligaciones asumidas por Chile en la OMC.
Lo anterior es una consecuencia de la implementación que Chile efectuó sobre la base de las conclusiones y recomendaciones del OSD que sólo cuestionó ciertas características del SBP que lo hacían incompatible con determinadas obligaciones dimanantes de los Acuerdos de la OMC y que son las siguientes:
· Determinación semanal de un precio de referencia, establecido de una manera que no era transparente ni previsible (párrafos 247 al 250 del Informe del Órgano de Apelación).
· Variabilidad de los derechos determinados, en relación a su aplicación semanal,  para compensar las variaciones de los precios internacionales (párrafo 260 del Informe del Órgano de Apelación), pero también, y más importante, en relación al hecho que en una misma fecha podían aplicarse distintos derechos a diferentes operaciones de importación.
2. Rogamos a las partes que formulen sus observaciones acerca de si su respuesta a la pregunta anterior guarda alguna relación con la cuestión de si la alegación de la Argentina al amparo del párrafo 1 b) del artículo II del GATT de 1994 está o no comprendida en el ámbito del mandato de este Grupo Especial.

No tienen ninguna relación.  Chile ya indicó en la respuesta 1 cuáles fueron las medidas que le correspondía adoptar con el objeto de cumplir con las recomendaciones y resoluciones del OSD y ellas constituyen el marco o términos de referencia para este procedimiento respecto del artículo 21.5 del ESD.
A pesar de lo aseverado por Argentina en su Réplica, no se trata de una nueva alegación respecto de una nueva medida.  Por el contrario, Argentina alega que habría incompatibilidad de la medida chilena con el artículo II.1.b segunda oración del GATT de 1994 en la medida que exista un incumplimiento respecto al artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.  De esta supuesta incompatibilidad se derivaría, a juicio de Argentina, la consecuencia de que la medida chilena sería distinta de un “derecho de aduana propiamente dicho” y por ende se trataría de “otro derecho o carga”.  Al no estar registrado en la columna respectiva de la Lista de Concesiones de un Miembro, se estaría violando la mencionada segunda frase del artículo II.1.b del GATT de 1994.  Este razonamiento de Argentina sería válido tanto para el SBP como para la medida chilena vigente desde 2003 y por ello Argentina debió haber formulado tal cuestionamiento en dicha oportunidad.
Finalmente, cabe recordar que el Órgano de Apelación revocó la constatación del Grupo Especial inicial relativa a la segunda oración del artículo II párrafo 1 b) del GATT de 1994 puesto que esa cuestión no había sido sometida a la consideración de dicho Grupo.

3. Durante la reunión con el Grupo Especial, acerca de la cuestión de si la alegación de la Argentina correspondiente a la segunda oración del párrafo 1 b) del artículo II del GATT de 1994 está o no comprendida en el ámbito del mandato de este Grupo Especial, el Canadá afirmó que "no conoce ninguna norma o precedente en la jurisprudencia de la OMC que exija que un Miembro haya de presentar simultáneamente todos sus argumentos y alegaciones" (véase el párrafo 8 de la versión escrita de la declaración oral del Canadá).  Suponiendo que los Miembros puedan, entonces, escoger libremente las alegaciones que plantean contra una medida determinada en las actuaciones iniciales y las otras alegaciones que formulan con posterioridad, durante el procedimiento previsto en el párrafo 5 del artículo 21, ¿existiría el riesgo, como sugiere el propio Canadá, de que los Miembros pudieran decidir entonces, por preferencia táctica, "dividir las alegaciones" entre el procedimiento inicial y el correspondiente al párrafo 5 del artículo 21 (véase el párrafo 9 de la versión escrita de la declaración oral del Canadá)?

Lo que Chile sostiene es que si una parte decide no cuestionar ciertos aspectos de una medida y posteriormente introduce tal cuestionamiento en la instancia de discusión de la implementación de medidas del otro Miembro frente a las recomendaciones del OSD (21.5), entonces se pondrían en riesgo los derechos y garantías procesales de este último Miembro.  Los procedimientos relativos al artículo 21.5 del ESD son abreviados y su objeto es analizar las medidas que se han adoptado para cumplir con las recomendaciones y resoluciones del OSD.  Por lo tanto, en estos procedimientos no pueden discutirse alegaciones y argumentos respecto de la medida original o aspectos de la medida original no modificados como parte del cumplimiento que la parte reclamante no quiso plantear en el procedimiento original.  Canadá tiene razón cuando señala que los Miembros deben actuar de buena fe y eso significa que en los procedimientos bajo el artículo 21.5 no se pueden presentar reclamaciones y argumentos que pudiesen haber sido planteados en los procedimientos originales y que no se hicieron - ya sea por táctica de litigación, por olvido o porque plantearon otras reclamaciones o argumentos por error, como es el caso del artículo II.1.b en la presente diferencia.  Puede que Canadá tenga razón en el sentido que nada obliga a un Miembro a plantear todas sus reclamaciones o argumentaciones, pero el no hacerlo tiene una “consecuencia”.
El Grupo Especial en la diferencia CE - Ropa de Cama (21.5) se pronunció sobre esa consecuencia al indicar que
:
La posibilidad de recurrir a tácticas procesales manipulativas o abusivas que se abriría si se diera a los Miembros la oportunidad de obtener en un procedimiento en virtud del párrafo 5 del artículo 21 una resolución que podían haber solicitado y obtenido en la diferencia inicial sería, a nuestro juicio, extraordinariamente nociva para el funcionamiento eficaz del sistema de solución de diferencias.  Nos apresuramos a resaltar que no creemos que la India haya recurrido a tales tácticas nocivas o haya incoado este procedimiento de solución de diferencias más que de total buena fe, en un esfuerzo por resolver la diferencia, como requiere el párrafo 10 del artículo 3 del ESD.  Pese a ello, estimamos que una alegación que, desde una perspectiva jurídica y práctica, podía haberse planteado y sustanciado en la diferencia inicial, pero que no se sustanció, no puede plantearse sobre la base de los mismos elementos de hecho y premisas jurídicas en un procedimiento en virtud del párrafo 5 del artículo 21 para determinar la existencia o compatibilidad de medidas destinadas a cumplir la recomendación del OSD en la diferencia inicial.  A nuestro juicio, esta resolución está en consonancia con el objeto y fin del ESD (nota de píe de página omitida)
Como señaló el Grupo Especial en Estados Unidos - Medidas Compensatorias contra ciertos productos de la CE (21.5), no puede prohibirse a un miembro “formular alegaciones que no plantearon en el procedimiento inicial, siempre que esas alegaciones se refieran a las medidas destinadas a cumplir y estén incluidas en la solicitud de establecimiento del Grupo Especial”.  Sin embargo, en esa diferencia (al igual que en la presente diferencia) la cuestión es si esa conclusión debe aplicarse también a las nuevas alegaciones cuando la medida destinada a cumplir no se ha modificado con respecto a la medida inicial y, por consiguiente, es supuestamente incompatible con las obligaciones contraídas en el marco de la OMC en formas idénticas (no en formas distintas) que la medida inicial.  Debe recordarse que esto también se aplica respecto del factor 1,56.
El Grupo Especial en esa oportunidad, señaló
:
En la presente diferencia, este Grupo Especial se enfrenta con la cuestión de si debe examinar nuevas alegaciones relativas a aspectos de la medida inicial que no se han modificado y no se impugnaron en el procedimiento inicial.  La finalidad del párrafo 5 del artículo 21 es proporcionar un procedimiento acelerado para establecer si un Miembro ha aplicado debidamente las recomendaciones y resoluciones del OSD.  Admitir esa nueva alegación equivaldría a proporcionar a las Comunidades Europeas una segunda oportunidad de formular una alegación que no planteó en el procedimiento inicial.
En resumen, la decisión (por ejemplo, lo que Canadá denomina “split claims”), omisión (el factor 1,56 en el caso de Argentina) u error (la reclamación de Argentina respecto al artículo II.1.b) de plantear sólo algunas alegaciones o argumentos en el procedimiento original, no puede ser saneada a costa de poner en cuestionamiento las garantías de debido proceso en favor del reclamado.
4. ¿Consideran las partes que el establecimiento de todos los parámetros del SBP aplicables hasta el año 2014 facilita la previsión de los derechos específicos aplicables a las importaciones?  ¿Podría haber cierto grado de incertidumbre relacionado con las fechas de entrega?

La medida chilena que Argentina cuestiona en este procedimiento es un derecho de aduana propiamente dicho y las únicas garantías de certeza o previsibilidad que el GATT exige para el acceso al mercado se establecen, por una parte, en el artículo II párrafo 1 letra b) primera frase, en el sentido que el Miembro no puede aplicar un derecho arancelario que exceda del nivel consolidado en la lista respectiva y, por otra parte, en el artículo X párrafo 1 que dispone que la legislación comercial que imponga derechos de aduana se publique rápidamente para su debido conocimiento.  La medida chilena cumple cabalmente con esas dos exigencias del Acuerdo GATT de 1994.
No obstante lo anterior, en la determinación del derecho específico estipulado por la Ley 19.897 se utilizan parámetros que, con la sola excepción del precio de referencia, no representan ningún grado de incertidumbre por cuanto sus valores están determinados en la propia ley.  Respecto al precio de referencia, el grado de incertidumbre asociado está ligado al comportamiento y tendencia del mercado internacional, y eso no hace a la política más incierta que el propio mercado internacional.  Por cierto, tampoco la hace más incierta que cualquier otro derecho de aduana propiamente dicho, que puede cambiar en cualquier momento sin información previa a los agentes comerciales.  Hoy, los agentes comerciales no saben con absoluta certeza cuál será el derecho ad valorem de Chile en el futuro, sólo saben que será como máximo igual a su arancel consolidado en la Ronda Uruguay.  Por su parte, los exportadores argentinos tampoco saben cuáles serán sus propios impuestos en el futuro, como son las retenciones a las exportaciones de trigo y harina de trigo que aplica Argentina.
5. La Argentina ha señalado en el párrafo 58 de su Primera comunicación que la forma en que se ha cambiado el cálculo de los derechos específicos en el SBP modificado "implica un agravante desde el punto de vista del exportador, en tanto ahora los derechos específicos generan una carga mayor a la que se generaba con la forma anterior de calcularlos".


a)
¿Podría la Argentina aclarar si, en su opinión, este hecho particular haría por sí solo que la medida modificada fuese incompatible con los acuerdos abarcados de la OMC?  En caso afirmativo, ¿podría la Argentina señalar el fundamento jurídico de ese argumento?


b)
A este respecto, rogamos a la Argentina que formule sus observaciones sobre la declaración de Chile de que ha adoptado las medidas necesarias para asegurar que los derechos nunca excedan del nivel de los tipos arancelarios consolidados en la OMC (véase, por ejemplo, el párrafo 37 de la Primera comunicación de Chile).  A juicio de las partes, ¿qué está en cuestión en este procedimiento:  el nivel de los derechos, su supuesta variabilidad, o ambas cosas?

A juicio de Chile, dado que la Ley 19.897 reemplazó los derechos resultantes del SBP por un derecho de aduana propiamente dicho (el derecho específico en discusión) no corresponde discutir si como resultado de la aplicación de la citada ley la carga resulta ser mayor o menor que en el pasado, salvo en la medida que el derecho específico aplicado superara el arancel consolidado por Chile en la RU, que no es el caso.
Entonces, el análisis de un derecho de aduana propiamente dicho debe estar circunscrito a cuestiones de nivel (i.e. si supera o no el consolidado).  Argentina pretende eludir esta sencilla restricción por la vía de dudar de la condición de “derecho de aduana propiamente dicho” que le cabe al derecho específico establecido por la Ley 19.897.  Al pretender homologarlo a algo similar a un gravamen variable o precio mínimo de importación, correspondería a Argentina concentrarse en probar, entre otras cosas, la supuesta variabilidad de la medida.

c)
¿Podría Chile aclarar si la nueva fórmula significa también que las rebajas específicas de los aranceles resultantes del SBP modificado serán superiores a las generadas por el anterior método de cálculo?
El método actual de cálculo genera en cualquier circunstancia valores menores de derechos específicos y rebajas al arancel, comparados con los anteriores que se aplicaban según el SBP.  Tal constatación fue demostrada en los párrafos 175 al 178 de la Primera Comunicación Escrita de Chile para el caso del derecho específico.
* Bajo el SBP
En el caso de la rebaja al arancel, anteriormente bajo la fórmula del SBP el costo de importación se describía de la manera siguiente:
CIi = cf + (1+cv) * FOBi,
Donde,


CIi = costo de importación del producto i;

cf = suma de los costos fijos;


cv = agregación de los costos variables, y


FOBi = precio FOB del producto i.
La rebaja al arancel, entonces, se determinaba restando al valor del precio de referencia expresado como costo de importación antes descrito, el costo de importación del techo:
REBAJA = CIpr - CItecho,
Donde  “pr” representa el precio de referencia.
Reemplazando se obtiene:
REBAJA = cf + (1+cv) * FOBpr - (cf + (1+cv) * FOBtecho)

REBAJA = cf + (1+cv) * FOBpr - cf - (1+cv)* FOBtecho
REBAJA = (1+cv) * (FOBpr -  FOBtecho)
Recordemos que “cv” correspondía a los costos variables de la importación que equivalían a un conjunto de gastos que se incurren en una operación comercial de importación y que incluyen los asociados a la operación de crédito, seguros, honorarios de agentes y el arancel aduanero, todos los cuales tienen una aplicación porcentual sobre el monto de la operación de importación.
* Bajo la Ley 19.897
La actual forma de cálculo de la rebaja se expresa de la siguiente manera:
REBAJA = (1+0,06) * (FOBpr -  FOBtecho)
La diferencia entre el actual método de cálculo de la rebaja al arancel y la contemplada en el SBP, corresponde a la eliminación de este conjunto de gastos asociados a la importación (cv) que no son valores exactamente iguales para cualquier operación, dejando vigente solamente la aplicación del arancel aduanero ad valorem.
La conclusión de lo anterior es que el valor de los costos variables utilizados en el SBP (cv) es siempre mayor al solo arancel aduanero, con lo cual las rebajas que se determinan con los procedimientos de la Ley 19.897, son siempre menores a los que se determinarían con el procedimiento del SBP para un mismo precio de referencia.
6. Durante la reunión sustantiva con el Grupo Especial, la Argentina afirmó que "contrariamente a lo que ha afirmado Chile en sus comunicaciones (no se reproduce la nota de pie de página), la Ley y el Reglamento del SBP no dan a Chile ninguna discrecionalidad para decidir si impone o no los derechos" (véase el párrafo 80 de la versión escrita de la declaración oral de la Argentina;  el subrayado figura en el original).


a)
¿Puede la Argentina explicar la importancia de que el SBP modificado dé o no alguna discrecionalidad a las autoridades de Chile para percibir los derechos específicos o conceder las rebajas, según proceda?


b)
¿Puede Chile confirmar si los instrumentos jurídicos pertinentes conceden alguna discrecionalidad a las autoridades chilenas a este respecto?  En caso afirmativo, ¿se ha ejercido alguna vez esa capacidad discrecional?  Sírvanse presentar ejemplos y pruebas en apoyo de su respuesta, si procede.
Durante la presentación oral, Chile llamó la atención del Grupo Especial respecto de una serie de imputaciones falsas presentadas por Argentina.  En dicha oportunidad, Chile, no respondió a todas y cada una de ellas y sólo se refirió a modo de ejemplo a un par de las efectuadas durante la presentación oral de Argentina.  En este caso nos encontramos nuevamente frente a afirmaciones que, o si no son deliberadas, al menos responden a una grave falta de rigurosidad de parte de Argentina.
En el párrafo 80 de su presentación oral, Argentina atribuye a Chile el haber sostenido que la Ley 19.897 le otorga discreción para decidir cuando imponer o no derechos.  Funda tal argumento en los párrafos 93 de la Primera Comunicación Escrita de Chile y los párrafos 101 y 120 de la Réplica de Chile.  Sin embargo, la lectura de los mencionados párrafos permite desestimar tal afirmación.
El párrafo 93
, indica que bajo la Ley 19.897, el derecho específico o la rebaja es establecido mediante decreto y su cuantía permanece inalterada en tanto no se dicte un nuevo acto administrativo que lo modifique o deje sin efecto.  El párrafo 101
 se refiere a que los derechos específicos que se apliquen requieren de un acto administrativo específico que los establezca, y en tanto este acto no se produzca, el derecho no varía su cuantía.  Finalmente, el párrafo 120
, indica que la carga arancelaria que determina el derecho específico permanece constante mientras no se dicte un nuevo acto administrativo que lo modifique o deje sin efecto.
En ninguno de estos párrafos Chile hace referencia a si la ley otorga o no discreción a la autoridad administrativa.  Para Chile, la discrecionalidad en la dictación del derecho específico (o la rebaja) no es un elemento que fuera considerado por el OA para efectos de la aplicación de los derechos específicos.
Como Argentina correctamente señala en el párrafo 80 de su presentación oral, es obvio que los derechos ad valorem pueden variar y nada garantiza lo contrario y que ello es lo que sucede con cualquier derecho de aduana propiamente dicho.  Pero Argentina equivoca su análisis del fallo del OA, cuando asocia la variabilidad automática y continua con discreción en la dictación del decreto.
Lo clave en este punto está en el párrafo 233 del OA
 que concluye señalando que el poder legislativo puede variar el nivel al que se aplican los derechos de aduana propiamente dichos, pero no por eso serán variables estos derechos de forma automática y continua.  Si se trata de un derecho de aduana propiamente dicho, para variar el tipo aplicado será siempre necesario un acto legislativo o administrativo específico, mientras que el sentido corriente del término "variable" implica que no se necesita tal acto.
Como se observa, El OA exige un acto legislativo o administrativo específico, pero no la discreción u obligatoriedad del acto, ya que la variabilidad está asociada, como señala, a que la propia medida, como mecanismo, imponga la variabilidad de los derechos y no a como se genera la misma.  De esta forma, la variabilidad será inherente a la medida si ésta incorpora un plan o fórmula que cause y garantice que los gravámenes se modifican de forma automática y continua.  Bajo la Ley 19.897, aplicado un derecho o una rebaja, la carga impositiva no se modifica de manera automática y continua, sino que requiere necesariamente de un nuevo acto administrativo.
De esta forma, frente a la interpretación efectuada por Argentina respecto a si la Ley 19.897 otorga discrecionalidad a las autoridades, se puede señalar que la redacción de la ley responde más a razones de técnica legislativa que a una finalidad asociada a lo resuelto por el OSD.  Como ha señalado Chile
, su medida tiene por objeto entregar al trigo y la harina de trigo una protección adicional a la del arancel ad valorem de 6% que Chile aplica a todas sus importaciones.  En consecuencia, la intención del legislador ha sido que se apliquen los derechos y las rebajas de acuerdo a Ley 19.897.
A mayor abundamiento, y siguiendo el razonamiento de Argentina, se podría argumentar que la Ley 19.897 autoriza a la autoridad administrativa para fijar un derecho o una rebaja seis veces al año, pero no determina las oportunidades para ello, cuestión que es regulada en el Decreto 831, el cual además, puede ser modificado por la misma autoridad administrativa mediante un nuevo decreto.  A la fecha, el Ministro de Hacienda ha dictado regularmente los decretos estableciendo un derecho específico o una rebaja al pago del arancel.  Adicionalmente, y aun cuando la ley no lo obliga, además de los decretos que han aplicado derechos específicos o rebajas al pago del arancel, también se han dictado decretos de acuerdo a las fechas del Decreto 831, en los casos en que Chile no ha aplicado derechos específicos ni rebajas al pago del arancel, es decir en los casos en que sólo se ha exigido el pago del arancel ad valorem.
7. ¿Consideran las partes que las bandas de precios, tal como están definidas en el SBP modificado, se utilizan como un plan o fórmula para el cálculo de derechos adicionales o rebajas (según el caso) en la frontera, antes de la entrada de trigo y harina de trigo en el territorio aduanero de Chile?

No.  Con las modificaciones efectuadas por Chile mediante la Ley 19.897 las bandas de precio ya no operan como un sistema o fórmula que permita calcular derechos o rebajas en frontera, en los términos que fuera señalado por el OSD en el proceso original.
Actualmente, la Ley 19.897 establece un derecho específico único (o una rebaja al pago del arancel), aplicable a toda operación de importación.  Este derecho al igual que todo derecho de aduana propiamente dicho permanece invariable, en tanto no se modifique por acto de autoridad.
Los demás parámetros establecidos en la Ley 19.897 ya no son parte de una sistema o fórmula, como sí lo eran bajo el SBP, sino que son elementos que permiten definir el marco de la protección en frontera que aplica el gobierno de Chile.
8. Chile afirma que, con el SBP actual, el precio de referencia no es un precio en frontera, no corresponde al precio de un envío, y tampoco se expresa en términos CIF (véase, por ejemplo, el párrafo 118 de su escrito de réplica).


a)
A pesar de que los precios FOB no reflejan la totalidad de los costos relacionados con el trigo y la harina de trigo que son objeto de comercio, ¿consideran las partes que el precio de los productos (normalmente reflejado en los documentos comerciales correspondientes, como las facturas) puede servir de punto de partida para determinar el valor de transacción íntegro?

El valor o precio registrado en un documento de transacción corresponde al valor que el comprador pagará por el producto al vendedor.  Si esa transacción es de importación y, como ocurre normalmente, es en base a la entrega en el puerto de origen (f.o.b.), entonces corresponde al valor real de la transacción que es definitivo para vendedor y para comprador.  Sin embargo, el comprador tiene otros gastos asociados al traslado de la mercancía y el ingreso al país de destino e incluso costos de procesamiento.  En este sentido, para el comprador el precio real de la transacción constituye el punto de partida para determinar el valor total de la transacción que le significará la importación del producto.

b)
A pesar del hecho de que el precio de referencia no se exprese en términos CIF, ¿puede utilizarse la valoración FOB de los "mercados de interés" como punto de partida para obtener una aproximación del valor CIF para los precios de referencia?
Las cotizaciones o informes de precios que emiten los mercados corresponden a valores indicativos de las transacciones de bienes en el comercio, sin que necesariamente reflejen el valor de una transacción en particular.  El precio que se fija entre comprador y vendedor puede basarse en una cotización de mercado internacional, pero se determinará de acuerdo a otros parámetros como la calidad, la cantidad, el punto de entrega, la fecha de recepción, entre otros, por lo cual el precio internacional no necesariamente refleja el valor del producto que los compradores y vendedores acuerdan entre ellos.  Sin embargo, los precios internacionales al ser indicativos de los niveles y tendencias de esos precios en los mercados mundiales, sirven de referencia o aproximación para estimar el costo de una importación, sea a nivel c.i.f. o como precio de entrada, si se conocen todos los gastos que deben aplicarse para llegar a nivel c.i.f. o a nivel de precio de entrada.

c)
Si el Grupo Especial partiera del supuesto de que el SBP no sostiene los precios en el mercado interno, como argumenta Chile (véanse los párrafos 109-126 y 154 de su Primera comunicación), ¿considerarían las partes que los precios FOB, CIF o al por mayor podrían considerarse "valores representativos" para algunos fines analíticos, por ejemplo, para estudiar el comportamiento de los precios, teniendo en cuenta cabalmente las complejidades de esos problemas?

Sí.  Esta es la forma como habitualmente se realizan los estudios económicos: si se cuenta con la información requerida se utiliza esa información, en caso contrario, se realizan aproximaciones utilizando valores referenciales que sean representativos de las operaciones comerciales.  Esa es la forma como se calculan, por ejemplo, los niveles de protección de los países tales como los indicadores de protección nominal y protección efectiva.
En el caso de los estudios de protección nominal y efectiva, el método considera la comparación de los precios de entrada con y sin medidas en frontera, y pretende medir cuán diferente es el nivel y comportamiento de los precios internos en relación a lo que ocurriría si no se aplicaran medidas de protección en frontera.
Con estas técnicas económicas de análisis de precios, que utilizan estimaciones o aproximaciones de datos, se puede evaluar el comportamiento de los precios y cuán asociados están los precios domésticos con los precios internacionales.
Además, la forma habitual de evaluar la transmisión de precios es a través de métodos que miden cómo se reflejan las variaciones de los precios internacionales o en frontera en los precios domésticos, determinando generalmente un indicador que se denomina elasticidad de transmisión de precios.
9. ¿Consideran las partes que el verdadero valor de transacción de las mercancías siempre es independiente de su valoración FOB?  En caso negativo, ¿qué ajustes deben aplicarse al precio FOB para obtener una estimación del valor de transacción?

No.  La valoración f.o.b. de un bien es el precio real de transacción de un bien si corresponde al registrado en los documentos o facturas de la operación comercial de importación y constituye el valor final de la transacción para el vendedor y el comprador.
En el caso que se quiera determinar o estimar un valor a un distinto nivel de la operación de importación, sea c.i.f. o a nivel de mercado doméstico, a partir del precio pagado por el comprador se deben agregar los costos de traslado del bien, para estimar o calcular el valor c.i.f., y los costos de ingreso al país de destino (comisiones, inspección sanitaria, créditos, aranceles, descarga y flete interno, etc.), para determinar su valor a nivel de mercado doméstico.
10. ¿Consideran las partes que el verdadero valor de transacción del trigo y la harina de trigo siempre es independiente de su valoración FOB?  En caso negativo, ¿qué ajustes deben hacerse al precio FOB para obtener una estimación del valor de transacción del trigo y la harina de trigo?

Para el caso del trigo y la harina de trigo la situación es exactamente igual a la descrita en la respuesta anterior (Nº 9).  Esto es, que el precio f.o.b. registrado en los documentos de la operación comercial corresponde al valor real de la transacción para comprador y vendedor, aun cuando para el comprador se deben añadir otros gastos para determinar el valor completo de su transacción.
11. ¿Puede decirse que el precio de referencia tal como se define en el SBP se utiliza como parte de un plan o fórmula para el cálculo de derechos adicionales o rebajas (según el caso) en la frontera, antes de la entrada de trigo o harina de trigo en el territorio aduanero de Chile?

Dado que bajo la Ley 19.897 se dicta un decreto del Ministro de Hacienda que establece el pago de un derecho específico o una rebaja en el pago del arancel aduanero, la determinación del precio de referencia ya no es relevante para el cálculo de los derechos o rebajas, como sí sucedía bajo el SPB, donde los agentes comerciales debían conocer el mencionado precio para poder calcular la carga arancelaria en frontera.
Hoy día, al arribar los agentes económicos con sus productos, ellos conocen el monto del arancel ad valorem y del derecho específico o rebaja al arancel ad valorem según corresponda, los que han sido previamente establecidos por la autoridad.  En ambos casos, al igual que en todos los países en que se aplican derechos de aduana, no es relevante para los agentes económicos, o al menos no constituyen una exigencia bajo las normas de la OMC, las razones para fijar la carga arancelaria o los procedimientos que la determinan, ello en tanto que esa carga arancelaria no sobrepase el nivel del arancel consolidado por Chile.
12. El artículo 7 del Decreto Supremo Nº 831 de Chile establece que el precio de referencia FOB para el trigo "correspond[e] al promedio de los precios diarios registrados en los mercados señalados en el artículo 8, durante un período de 15 días contados hacia atrás desde el día 10 del mes en que se publicará el respectivo decreto".

a)
¿Podría Chile explicar cuál es el motivo de que se tengan en cuenta únicamente los últimos 15 días al calcular cada uno de los seis precios de referencia que se mantendrán por un período de 60 días?
En primer lugar, se debe mencionar que el precio de referencia no se mantiene por un período de 60 días.  Este parámetro solo se utiliza una vez, cuando corresponde calcular derechos específicos o rebajas (6 veces por año).  El nivel de protección adicional al arancel ad valorem con el derecho específico (o bien con la rebaja en su caso) se mantiene fijo por un período de 2 meses, en cuyo período el precio de referencia no tiene ninguna importancia para las operaciones comerciales.
Se ha estimado que un precio promedio de al menos 15 días más próximos al cálculo del derecho o rebaja (que corresponde a cerca de 10 hábiles), es el mínimo necesario para que su resultado sea representativo de las condiciones de ese momento en el mercado, de manera de evitar que tal promedio pueda ser influido por cotizaciones extremas que ocasionalmente aparecen en el mercado, que no reflejan necesariamente el nivel y tendencia de los precios en ese instante.

b)
Rogamos a Chile que formule sus observaciones sobre la representatividad del precio de referencia del trigo.
El precio de referencia proviene de información generada en los mercados internacionales y proporcionada por fuentes confiables, por lo tanto, en el momento en que se calcula es representativo de lo que acontece en el mercado internacional.  Sin embargo, se debe aclarar que el precio de referencia es utilizado como un instrumento que facilita la determinación del nivel de protección para el trigo, y que no tiene ninguna utilidad para las operaciones comerciales de este producto.  En ese sentido no es relevante el nivel de representatividad que tenga en cada momento.
Si el precio de referencia se calculara con una frecuencia mayor, por ejemplo cada 15 días o todos los meses, no cambiaría su representatividad en el sentido que sólo es un indicador del nivel de los precios internacionales en el momento que este precio de referencia se calcula.  Un precio de referencia calculado en enero sin duda no será representativo de los precios de los meses siguientes, e incluso de los meses anteriores a enero.
Es Importante destacar que si la medida de Chile utilizara un precio de referencia calculado con mayor frecuencia y determinara derechos o rebajas con la misma frecuencia, sin duda se constituiría en un mecanismo que corregiría, en la diferencia, las alzas o reducciones de los precios internacionales, como ocurría con el SBP que hacía esto todas las semanas, generando el efecto de dificultar que las fluctuaciones de los precios internacionales fueran trasmitidas al mercado doméstico.

c)
A este respecto, ¿puede Chile responder también a la afirmación hecha por la Argentina en la reunión sustantiva con el Grupo Especial (véanse los párrafos 64 y 65 de la versión escrita de la declaración oral de la Argentina) de que el hecho de que el SBP modificado sólo considere los precios de 90 días de todo el año hace que la situación sea "todavía peor que con el SBP original incompatible con la OMC".  (las cursivas figuran en el original)
La Ley 19.987 es diferente al SBP en la modalidad de aplicación de derechos y rebajas.  El SBP consideraba ajustar los precios de entrada compensando las variaciones de los precios internacionales con el ajuste semanal de los derechos y rebajas.  En este procedimiento era fundamental que el precio de referencia fuera un excelente reflejo de lo que estaba ocurriendo en las transacciones de trigo de manera de calcular el nivel óptimo de compensación, e incluso que fuera lo más bajo posible para evitar que alguna operación de importación en particular pudiera no alcanzar el nivel piso de la banda.  En la actual Ley no existe ese procedimiento y la compensación es irrelevante, por cuanto una vez determinados los derechos o rebajas son estos valores los fijados y aplicados por un período de 2 meses, sin importar que ocurra con los precios internacionales durante este período de aplicación, que es lo que sucede con todo derecho de aduana propiamente dicho.
Entonces, la comparación no es pertinente porque hoy el derecho específico o la rebaja no busca mantener una correspondencia con los precios internacionales, ni busca compensar las alzas o reducciones de los precios internacionales para que no se transmitan al mercado doméstico.
Es necesario señalar que en el SBP los derechos específicos y las rebajas eran calculadas una vez por año para una serie de precios posibles, con lo cual el precio de referencia se constituía en la variable clave del mecanismo al ser este el parámetro requerido para conocer cuál sería el derecho o rebaja vigente en alguna semana del año en particular.  En ese caso, el precio de referencia era un elemento importante en el mercado por que de él dependía el nivel de protección en frontera.
En la aplicación de la Ley 19.897 el derecho o la rebaja simplemente se fija y publica cada dos meses, con lo cual el mercado ya no requiere conocer, estimar o estar atento a un precio de referencia, sino tan solo al valor del derecho o de la rebaja vigente, derecho o rebaja que además no están constantemente siendo ajustados según se modifique algún precio de referencia.
Esta última situación no es peor y no es inconsistente con la OMC, por cuanto es precisamente esta desvinculación de la aplicación de derechos y rebajas respecto del precio internacional o de un precio de referencia lo que es una de las características propias de los derechos de aduana propiamente dichos.

d)
¿Coinciden las partes en que el precio de referencia utilizado para el cálculo de los derechos adicionales (o rebajas) cambia seis veces en el curso de cada período de 12 meses?
La determinación de si se aplicarán derechos específicos, rebajas o ninguno de ellos se realiza 6 veces por año, por lo tanto el nivel de protección puede cambiar también 6 veces por año.  El precio de referencia utilizado para esta determinación se calcula con la misma frecuencia, 6 veces por año, y lógicamente puede cambiar con igual frecuencia.
13. ¿Consideran las partes que la fijación de precios de referencia para un período de 60 días constituye un factor cumulativo de aislamiento, en vista de la fijación de bandas de precios para un período de 11 años?
El precio de referencia no se mantiene fijo por 60 días ni se utiliza en ese lapso de tiempo para ninguna acción en particular.  El derecho específico, la rebaja o su no aplicación, es lo que se mantiene fijo por 60 días.  El precio de referencia no constituye un factor de aislamiento de nada.  Que un mercado en particular, como el chileno, esté aislado de los mercados internacionales se mide a través del comportamiento de los precios domésticos.
Cuando existe transmisión de precios, y las fluctuaciones del mercado internacional se transmiten al mercado local, los precios domésticos presentan un comportamiento y tendencia similar a la experimentada por los precios internacionales, aun cuando ese comportamiento esté atenuado por la existencia de derechos en frontera u otros eventos (gastos) no necesariamente relacionados con el mercado del producto (petróleo, tipo de cambio, períodos de cosecha).  Incluso con niveles de derechos en frontera extremadamente altos no se asegura un aislamiento del mercado doméstico, sino un nivel de protección más alto.
El aislamiento del mercado doméstico respecto del internacional, se logra a través de la aplicación de medidas que impiden que la transmisión de las variaciones ocurra, como, por ejemplo, a través de gravámenes variables caso a caso o con una determinación de alta frecuencia que se ajusten en la dirección y monto contrario al que experimentan los precios internacionales.
Tampoco constituye un factor de aislamiento el hecho de que estén fijados otros parámetros del sistema, por cuanto el aislamiento de un mercado se mide y debe medirse en relación a como se comportan los precios domésticos frente a las fluctuaciones y tendencias de los precios internacionales.
Si la política chilena no utilizara ningún parámetro para determinar el nivel de protección que desea para el trigo, pero si mantuviera su forma de aplicación de modificar el derecho específico o la rebaja cada dos meses, siendo la autoridad la que determinara tales niveles sin recurrir a mecanismos de apoyo, la situación sería que Chile tendría una política de aplicación de derechos y rebajas que se fijarían con una frecuencia bimestral.  En una situación como la señalada no existiría discusión sobre el nivel de precios internacionales, el precio de referencia o cualquier otro parámetro, dado que solo existiría un derecho o una rebaja aplicada.
En tal escenario con certeza no habría cuestionamientos sobre si la política cumple o no con las normas de la OMC, pero seguramente si los habría sobre el nivel de los derechos y rebajas, y quizás respecto de cómo la autoridad determina tales niveles.
Sin duda en un escenario como este no estaríamos en este Panel, por cuanto, por un lado, la autoridad nacional tiene soberanía para determinar los derechos y rebajas que estime pertinentes en su país y, por otro, el único compromiso OMC en este caso es que el nivel de protección en frontera no sobrepase el arancel tipo consolidado.
En la práctica, el escenario descrito es el que realmente establece la actual política para el trigo y la harina de trigo.  En su funcionamiento no existe nada distinto a la simple aplicación de derechos y rebajas de forma bimestral, establecidas por un acto de autoridad.
Tampoco es posible que se cuestione el cómo la autoridad determina el nivel de protección, el tipo de información que utiliza y ninguna acción que esté dentro de su competencia, siempre que se respeten la legislación y los compromisos internacionales.
Chile ha estimado que su política debe ser completamente transparente y no discrecional, que incluso la propia acción de la autoridad esté enmarcada o restringida, de manera de evitar conflictos de intereses al interior del país.
La utilización de elementos de apoyo a este objetivo, como son los parámetros y la fórmula utilizados, tienen la exclusiva finalidad de establecer las pautas de acción de la autoridad en orden a obtener el nivel de protección que Chile estima adecuado para el trigo y la harina de trigo.  Estos parámetros no tienen ningún otro propósito, son irrelevantes en la forma como se aplican los derechos y rebajas, y sin duda podrían obtenerse los mismos resultados sin utilizarlos, pero indudablemente con un menor nivel de transparencia y con la existencia de discrecionalidad.
Es por esto que Chile ha insistido que el fondo en esta diferencia debe focalizarse en cómo se aplica la política de protección en frontera y cuáles son los resultados que se observan en el mercado, ninguno de ellos diferente a lo que ocurre con los derechos de aduanas propiamente dichos.
14. ¿Qué trascendencia atribuyen las partes, si entienden que tiene alguna, al hecho de que el SBP modificado establezca que los precios de referencia se determinarán cada dos meses y no semanalmente como ocurría antes?

En opinión de Chile, ya no es relevante el establecimiento de precios de referencia.  Ya se ha señalado que bajo el SBP el precio de referencia se determinaba semanalmente por Aduanas y debía ser considerado por los agentes económicos en cada importación, lo que producía como efecto, que los derechos percibidos se fueran ajustando incluso dentro de estos periodos semanales.
Como también se ha indicado, bajo la Ley 19.897, los precios de referencia no son fijados en forma bimestral, sino que son un elemento utilizado por la autoridad administrativa para fijar el derecho específico a aplicar a las importaciones y es ese derecho específico (o la rebaja) y no el precio de referencia, el que tiene vigencia actualmente por un período de dos meses.
Sin embargo, en el SBP la determinación de un derecho específico semanal utilizando un precio de referencia calculado semanalmente, era de suma importancia dado que permitía un rápido ajuste en el nivel de protección en frontera que, si se realizaba en forma inversa al cambio de los precios internacionales, actuaba como una compensación de tales cambios dificultando la transmisión de las variaciones de los precios externos.  Al mismo tiempo, esta determinación semanal provocaba incertidumbre al no permitir que los agentes comerciales conocieran en 52 oportunidades en el año, el nivel de protección en frontera o el precio de referencia que les sería aplicado.
En el caso de la Ley 19.897, el derecho, la rebaja o ninguno de ellos se determina 6 veces por año.  El derecho o la rebaja fijado a diferencia del SBP no permite compensar las variaciones externas de precios y son valores establecidos por un acto administrativo de la autoridad, público y conocido.
15. El SBP modificado establece que sigue aplicándose el mismo precio de referencia a todas las mercancías incluidas en la misma categoría de productos, con independencia del origen de las mercancías y del valor de transacción de la expedición.  Rogamos a las partes que formulen sus observaciones sobre los efectos de esta característica en la transmisión al mercado chileno de la evolución de los precios internacionales.

Chile entiende que la referencia del Panel es al derecho específico establecido en virtud de la Ley 19.897 y no respecto del precio de referencia.  En el entendido que estamos hablando del derecho específico, la afirmación del Panel queda como sigue:  “... el mismo derecho específico se aplica sobre todos los bienes dentro de la misma categoría de productos, sin consideración del origen de los bienes y sin consideración del valor de transacción del embarque”.  Estas tres características no representan novedad, ya que son características comunes a cualquier arancel que adopta la forma de un derecho específico.  Y como cualquier derecho específico, este derecho específico en particular no impide la transmisión de los precios al mercado chileno.
En particular, si se aplicaran derechos diferentes según origen del producto se estaría violando el principio NMF, al discriminar en el comercio a ciertos países que podrían tener un carga arancelaria mayor.  Si se aplicaran distintos derechos según el valor del embarque se estaría discriminando y probablemente castigando a las operaciones que se efectúan a menores precios.  Asimismo, la aplicación de un derecho uniforme para todos los productos de un ítem arancelario otorga una igualdad de trato a todas las operaciones comerciales, permitiendo que aquellas de menor precio ingresen también a menor precio, no limitando las oportunidades comerciales.
Cabe señalar que, de acuerdo con la ciencia económica, es el propio precio el que transmite toda la información de los mercados internacionales a los mercados domésticos.  Los aranceles siempre distorsionarán dicha información al introducir una cuña arbitraria (pero legítima desde el punto de vista de los acuerdos de la OMC) en la variable precio.  En consecuencia, dado que en presencia de un arancel (específico o ad valorem) la transmisión de precios nunca será perfecta, en el caso del derecho específico establecido por la Ley 19.897 dicha trasmisión ocurre, pero como en todo derecho específico o derecho de aduana propiamente dicho, no es perfecta.
16. ¿Están de acuerdo las partes en que los derechos específicos o rebajas que establece el SBP de Chile se calculan con arreglo a una "fórmula o plan" que incluye varios parámetros?
En términos generales la respuesta debiera ser afirmativa.  Sin embargo, a juicio de Chile, Argentina efectúa una interpretación errada de lo resuelto por el OA y de los cambios introducidos por la Ley 19.897, e intenta equiparar la regulación actual con el sistema que existía bajo el SBP.
Actualmente, la carga arancelaria del trigo y la harina de trigo en Chile, está dada por la cuantía del derecho específico (o la rebaja), así como por el arancel ad valorem.  Ambos derechos se aplican de la misma manera a toda operación de importación.  Para que varíe esta carga arancelaria, se requiere que se modifique o el arancel ad valorem o el derecho específico.
Un cambio del arancel ad valorem, requerirá del cumplimiento de las normas que regulan la formación de la ley establecidas en la Constitución Política, las que al igual que como sucede en la generalidad de los Estados, no contemplan parámetros para definir, por ejemplo, la aplicación de un arancel de 6% y parejo para prácticamente el universo de partidas arancelarias como sucede en Chile, y menos aun, la periodicidad con que los derechos ad valorem se pueden modificar.  Esto que para Argentina debiera ser falta de transparencia y previsibilidad, no es tal, por cuanto el compromiso de los miembros de la OMC bajo el artículo II del GATT, no es demostrar las razones para fijar una determinada carga arancelaria o mantener inalterado sus derechos de aduana, sino que como lo ha señalado el OSD, la previsibilidad está dada por el compromiso de los miembros de la OMC de no sobrepasar el arancel consolidado.
A juicio de Chile, el mismo razonamiento se aplica a los derechos específicos establecidos por la Ley 19.897.  Estos son idénticos a los aplicados por numerosos países miembros de la OMC, y han sido reconocidos por ella.  La única diferencia que existe entre la aplicación del derecho específico de la Ley 19.897 y el arancel ad valorem, es que el cálculo de la cuantía del derecho específico, no está entregado al mero arbitrio de la autoridad administrativa, sino que la ley ha contemplado bajo qué condiciones y en qué magnitud se debe fijar la protección.
Por lo anterior, frente a la pregunta de si los derechos específicos que aplica Chile son calculados de acuerdo a un mecanismo que incluye varios parámetros, en estricto rigor, la respuesta debe ser afirmativa.  Sin embargo, existe una diferencia cualitativa con lo que sucedía bajo el SBP y que Argentina no parece comprender en esta controversia.  Hoy, los parámetros de la ley sirven para calcular la cuantía del derecho específico, pero en frontera se aplica el mismo derecho a toda operación de importación.  Bajo el SBP en tanto, el derecho específico no estaba fijado por la autoridad administrativa, sino que existían una serie de parámetros que se conjugaban con independencia de la autoridad, los que no eran una herramienta para calcular el derecho, sino que en definitiva lo determinaban, parámetros cuya interacción hacían variar el monto de los derechos de manera similar a los gravámenes variables a la importación y que daban como resultado que, como señalara el OA, dos operaciones simultáneas pudieran estar afectas a distintos derechos.
17. La Argentina ha afirmado en el párrafo 229 de su Primera comunicación que "la forma en que Chile estableció el factor de 1,56 no es transparente, ya que Chile no ha explicado ni fundamentado de manera alguna en su legislación la base para su establecimiento".


a)
Rogamos a la Argentina que aclare si, a su juicio, este hecho concreto por sí solo haría que la medida modificada fuera incompatible con los Acuerdos abarcados de la OMC.


b)
En caso afirmativo, ¿podría la Argentina identificar el fundamento jurídico correspondiente?

c)
¿Podría la Argentina explicar en detalle las razones por las cuales la falta de explicación o justificación de la cifra exacta del factor fijado por Chile afectaría por sí sola al acceso a los mercados para las importaciones de productos agropecuarios?


d)
¿Puede Chile formular sus observaciones sobre este punto?
Respecto del literal (d), en primer lugar Chile considera que a Argentina le corresponde sustentar sus propias alegaciones para facilitar el entendimiento del Grupo Especial.  Ahora, como comentario general, Argentina pretende dar una extensión mayor al alcance de lo que el Órgano de Apelación pronunció con motivo de la transparencia.
En efecto, el OA formuló sus conclusiones sobre la falta de transparencia de ciertas características del SBP y a su particular configuración e interacción (como fue el caso de la determinación de los costos de importación y del precio de referencia del SBP)
.  A lo anterior, debe recordarse que el factor 1.56 no fue cuestionado por Argentina en dicha instancia y, como consecuencia de ello, Chile reitera que este planteamiento de Argentina se encuentra fuera de los términos de referencia en el presente procedimiento, tal como fue indicado en la primera
 y segunda
 presentaciones de Chile.
18. Citando la constatación del Grupo Especial inicial que figura en al párrafo 7.36, en el sentido de que "los sistemas de precios mínimos de importación generalmente funcionan en relación con el verdadero valor de transacción" (sin cursivas en el original), Chile alega que los derechos específicos resultantes del nuevo SBP no están basados en valores de transacción y, por lo tanto, no son "gravámenes variables a la importación" (véase, por ejemplo, el párrafo 114 de su comunicación de réplica).  ¿Consideran las partes que los precios mínimos de importación funcionan siempre en relación con valores de transacción reales?

No.  Para asegurar un precio mínimo se requiere conocer el valor real de la transacción o alguna información complementaria que permita una acertada estimación, a través de la utilización de un precio alternativo que permita determinar el nivel de protección adecuado para conseguir o superar el precio mínimo de importación.  En este último caso, eso se puede conseguir utilizando valores administrativos o de mercados que sean iguales o inferiores al menor precio posible que puede alcanzar una operación real de comercio.  Sin embargo esto no es suficiente para conseguir la sustentación de un precio mínimo, para lo cual se requiere un mecanismo operativo que asegure la imposibilidad de que alguna operación en particular ingrese a un valor inferior al precio mínimo.  Por este motivo es que habitualmente se utiliza el valor real de la transacción, el cual en forma efectiva permite evitar el ingreso de productos por debajo del precio mínimo dado que actúa operación por operación.
Cuando no se utiliza el valor de la transacción para determinar el derecho aduanero requerido y el mecanismo no considera una alta frecuencia en la aplicación, normalmente se recurre a precios administrativos o a precios de referencia extremadamente bajos, de manera de asegurar su objetivo por un largo período.  Esto por cuanto podrían aparecer durante el transcurso de su aplicación precios aún menores a los utilizados, con lo que no se lograría el efecto deseado.
Cuando el mecanismo funciona con aplicación frecuente, semanalmente por ejemplo, se utilizan parámetros de comparación lo suficientemente bajos pero dentro de los rangos habituales de los precios internacionales: en este caso es suficiente con conocer el más bajo del período en que se aplica, por cuanto si aparecen operaciones comerciales a precios menores, esta diferencia rápidamente se ajusta en la siguiente aplicación de la medida.
Los precios mínimos se determinan a nivel del mercado local en unidades equivalentes al precio doméstico o a nivel de precios de entrada, que corresponde a una etapa antes de su ingreso al mercado local.  Para cualquier caso, es absolutamente necesario que el precio mínimo esté determinado en una posición de mercado que permita a través de medidas (derechos o impuestos) la aplicación de la corrección o compensación que se necesita para sostener el precio mínimo.  Es por esto que habitualmente se utiliza el precio al nivel del mercado en que ocurren las transacciones típicas del producto: mayorista o consumidor.  De esta manera se asegura que ese precio, al nivel que interesa en el mercado local, se sostenga.
Cuando la fijación del precio mínimo es por debajo del nivel del mercado local, es decir a nivel de precio de entrada o de precio c.i.f., el mecanismo no necesariamente sostiene un precio doméstico porque pueden existir, y normalmente existen, diferencias en las operaciones de comercio que hacen que el precio final al interior del país no sea el mismo para todos los agentes u operaciones comerciales.  Por ejemplo, las diferencias que se derivan de las economías de escala de las empresas, que permiten que las más grandes obtengan menores costos de fletes, intereses de créditos, almacenajes y otros gastos asociados a la importación y operación del mercado.  En estos casos se puede asegurar un precio mínimo de entrada o un precio c.i.f., pero no un precio mínimo a nivel del mercado doméstico que es el que normalmente interesa a los países.
Estas razones explican por qué generalmente los precios mínimos de importación utilizan el valor real de la transacción: porque es el más frecuente (uno por operación comercial); y por qué se fijan a nivel de mercado doméstico: porque es exactamente donde se quiere que el precio mínimo se refleje.
En el caso la Ley 19.897, la fijación por dos meses del derecho no permite corregir el valor de las importaciones y por su intermedio no permite sostener un precio mínimo.  La determinación del valor de piso a un nivel f.o.b. aleja aún más esa posibilidad, por cuanto existe una mayor cantidad de gastos que se deben incurrir para ubicar el producto en el mercado local, la mayoría de los cuales, como el costo de flete y los intereses al crédito por ejemplo, son imposibles de controlar por la autoridad y son factores en donde se obtienen con mayor frecuencia y magnitud economías de escala por parte de las empresas importadoras.  Es esta relación, la baja frecuencia y la utilización de valores f.o.b., lo que hace que el actual mecanismo no permita sostener un precio a nivel c.i.f., de entrada o de mercado local, dado que los derechos específicos corresponden a un derecho de aduana propiamente dicho.
19. A juicio de las partes, ¿cuál sería la característica definitoria para determinar si un sistema funciona o no como un precio mínimo de importación?  ¿Sería el hecho de que el sistema funcionase en relación con el verdadero valor de transacción de las importaciones?  ¿Sería el hecho de que condujera a determinado precio de entrada en el mercado interno?

La característica esencial que define un precio mínimo de importación es la imposibilidad de que alguna operación comercial pueda expresarse a un precio menor al establecido.
La operación de un precio mínimo de importación en relación al valor real de la transacción, es la mecánica a través de la cual se obtiene con absoluta seguridad el precio mínimo, de hecho es el escenario perfecto, por cuanto se puede corregir cada operación en forma independiente no dejando brechas para vulnerar el valor umbral.  Esta es, en efecto, la característica básica.
En el caso de que la medida sea indicativa de un precio de entrada al mercado doméstico no necesariamente sería una característica que definiría un precio mínimo de entrada, por cuanto dependerá del mecanismo que se aplique la posibilidad de que ese precio sea efectivamente indicativo.  En efecto, si no existen mecanismos que permitan ajustar los valores de las importaciones para acercarse o aproximarse al precio indicativo, no se logrará el efecto deseado.
En otras palabras, si se determina un precio indicativo y en un momento del tiempo se requiere cierto nivel de derecho para obtenerlo de acuerdo a los valores vigentes de las importaciones, si ese derecho no se modifica por un largo período y los precios de importación varían, los valores o precios de entrada variarán siguiendo la tendencia de los precios de importación o internacionales.
En este caso se requiere un mecanismo que permita corregir el nivel de protección cada vez que los precios de importación se desvíen o cambien de nivel.  Es decir, una alta frecuencia de modificación del derecho, cuya expresión máxima es la determinación caso a caso cuando se utiliza el valor de cada operación comercial.
20. Rogamos a la Argentina que formule sus observaciones sobre la declaración de Chile, que figura en el párrafo 143 de su Primera comunicación, de que "por el solo hecho de que los derechos y las rebajas o su no aplicación, se establecen por un tiempo suficientemente largo, hay seguridad de que las variaciones del precio internacional, que ocurran en ese período, se transmitan a los precios internos del trigo".  A juicio de Chile, ¿supone esta afirmación que ese "solo hecho" es decisivo por sí solo?

El Órgano de Apelación estableció que el SBP era una medida similar a un gravamen variable a la importación y/o un precio mínimo de importación.  Para arribar a esta conclusión fue relevante la variabilidad de los derechos, de acuerdo a la cual, dos operaciones arribadas en el mismo momento podían estar sujetas a derechos distintos.
De conformidad con la Ley 19.897, el decreto del Ministro de Hacienda fija un derecho específico, o una rebaja al pago del arancel o establece el sólo pago del arancel ad valorem.  Si se toma como ejemplo el caso de la aplicación de un derecho específico, el Decreto de Hacienda Nº 88 publicado en el Diario Oficial con fecha 14 de febrero de 2005, estableció el pago de un derecho específico de 0,0205 US$/Kg.  De acuerdo a lo anterior, la carga tributaria de toda importación de trigo y harina de trigo en Chile estaba afecta al pago del derecho específico y al pago del arancel ad valorem de 6% entre el 16 de febrero y el 15 de abril.
Consecuentemente, y por tratarse de un derecho de aduana propiamente dicho, si los precios internacionales subían, el precio de internación subía y si los precios internacionales bajaban, el precio de internación hacía lo mismo.
Esto no sucedía bajo el SBP, donde semanalmente Aduanas iba ajustando el precio de referencia, al menor precio en los mercados internacionales, lo que a juicio del OA impedía, o al menos no garantizaba, que los precios internos siguieran las variaciones de los precios internacionales, aun cuando no lo hicieran en forma automática.
21. Durante la reunión con el Grupo Especial, las CE declararon que, en su opinión:

"sólo cuando las medidas sean claramente similares a las medidas incluidas en el ámbito del párrafo 2 del artículo 4 -o sea que las medidas impugnadas posean características  propias de las medidas enumeradas en la nota al mencionado párrafo- podrá decirse que hay infracción del párrafo 2 del artículo 4.  La existencia de características que no sean exclusivas de las que se ha determinado están incluidas en el alcance del párrafo 2 del artículo 4 no puede bastar, de por sí, para que una medida sea incompatible con las disposiciones del mencionado párrafo".  (Véase el párrafo 9 de la versión escrita de la declaración oral de las CE.)

Rogamos a las partes que formulen sus observaciones sobre esta declaración de las CE.

Lo que el Grupo Especial ofrece para ser comentado es sólo una parte del párrafo 9 de la declaración de la CE en la reciente audiencia.  Chile concuerda con lo que la CE afirma en el entendido que ese párrafo 9 se lea en su integridad.  En otras palabras, Chile respalda la cuestión fundamental que sostiene la CE: que el GATT no regula ni impide la variación en la fijación de los derechos de aduana (siempre que no excedan el nivel consolidado en la lista), que el GATT no se refiere a la previsibilidad en el cambio de un derecho de aduana (sin perjuicio de su debida publicación) ni la frecuencia de la variación de dicho derecho aduanero y, entonces, la cuestión a analizar es si alguna de estas situaciones pudiera dar lugar a una incompatibilidad con las disposiciones del artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.  Ese es precisamente el punto que debe tenerse en mira cuando luego el argumento de la CE continúa y es esta última parte la que el Grupo Especial separa para que se comente.
La medida chilena contenida en la Ley 19.897 y su Reglamento, que es un derecho de aduana propiamente dicho, posee parámetros que hacen determinable la fijación de derechos específicos (o rebajas), lo que debe hacerse cada dos meses, pero esta variación no implica en modo alguno configurar alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.
22. Rogamos a las partes que presenten un ejemplar de las partes pertinentes del documento titulado "Historia de la Ley.  Compilación de textos oficiales del debate parlamentario", al que se remite la Argentina en su Primera comunicación escrita.

Este documento es público, editado por la Biblioteca del Congreso Nacional de Chile y en él se contienen las opiniones emitidas por las autoridades de gobierno y los parlamentarios en el proceso de discusión para la aprobación legislativa.  Al respecto, Chile desea hacer presente a este Grupo Especial lo que indicó el Órgano de Apelación de la OMC en el caso Japón - Bebidas alcohólicas:
“No es necesario que un grupo especial investigue a fondo las numerosas razones que a menudo tienen los legisladores y los reglamentadores para lo que hacen, ni que pondere la importancia relativa de estas razones, para establecer la intención legislativa o reglamentaria. [...] Es una cuestión de cómo se aplica la medida de que se trata”
.
Chile entrega sólo un ejemplar (Anexo CHL-15) de este documento pues, como lo advertirá el Grupo Especial, se trata de un documento voluminoso con más de 150 páginas en idioma español y no se dispone de este material en archivo electrónico.
23. ¿Pueden las partes confirmar si el Decreto Nº 401, de 15 de junio de 2006, del Ministerio de Hacienda de Chile es el último decreto publicado en aplicación del SBP?
De acuerdo a lo señalado en el inciso final del artículo 1 de la ley 19.897, se establecieron en el artículo 5 del decreto 831, los períodos de vigencia para la aplicación de cada decreto supremo que determinara los derechos o rebajas para el trigo y la harina de trigo, según ello desde que comenzó a operar dicha ley se han dictado 16 decretos, siendo el Decreto N° 401 del 15 de junio de 2006, el último publicado y cuya aplicación estará vigente hasta el 15 de agosto.  Sin embargo, de acuerdo a lo que establece dicho reglamento, entre el 11 y 15 de agosto corresponderá dictar un nuevo decreto que establezca el nuevo derecho o rebaja, o ninguno de ellos, que corresponda aplicar durante el período que corre entre el 16 de agosto y 15 de octubre de 2006.
24. Rogamos a las partes que formulen sus observaciones acerca del "entendimiento que Chile luego desconoció", al que se refiere la Argentina en el párrafo 1 del su Primera comunicación escrita.  ¿Tendría ese entendimiento alguna trascendencia en el presente asunto?

Argentina afirma en el párrafo 11 de su primera presentación escrita que tras diversas negociaciones en 2004 y 2005 se llegó “a un entendimiento que Chile luego desconoció”.  Esta afirmación de Argentina es incorrecta.  Chile además estima que toda negociación bilateral que establezca una solución mutuamente convenida sobre una diferencia ya planteada en el seno de la OMC sólo será discutible en su interior una vez que ese arreglo lo notifiquen las partes al OSD y a los Consejos y Comités correspondientes de la OMC.
PARA CHILE
25. El Grupo Especial ha observado que los aceites vegetales comestibles han dejado de estar sometidos al SBP desde la entrada en vigor de la Ley Nº 19.897 (véase, por ejemplo, la Primera comunicación de la Argentina, párrafos 8 y 22.  Véase también la comunicación de réplica de la Argentina, párrafo 317).  ¿Puede Chile describir el régimen comercial aplicable a las importaciones de aceites vegetales comestibles después de haber sido excluidos del SBP?
Consecuente con la política de liberalización comercial de nuestro país se decidió restringir la aplicación de la ley 19.897 sólo al trigo, harina de trigo y azúcar, dejando fuera todos los aceites vegetales comestibles del capítulo 15 del sistema armonizado del arancel aduanero, productos para los cuales el sistema anterior al momento del cambio de ley ya se encontraba inoperante.
Las importaciones de estos productos, a partir de la aplicación de la nueva ley, se encuentran bajo régimen general, es decir, enfrentan un arancel del 6%, a excepción de aquellos que provengan de países con los cuales Chile haya suscrito preferencias arancelarias, en cuyo caso el arancel es menor.
26. ¿Podría Chile explicar cuál es el motivo de que se haya establecido el año 2014 como fecha para que el Presidente evalúe las modalidades y condiciones de aplicación del SBP?
De acuerdo a lo que establece la ley 19.897, el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación de la ley el año 2014, considerando las condiciones de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país a esa fecha.  Esto último fue clave en la determinación del horizonte de tiempo principalmente por los efectos que tendrá la liberalización arancelaria fijada bajo distintos acuerdos bilaterales como el Tratado de Libre Comercio con EEUU, gran productor de trigo, donde este producto y la harina de trigo, deberán quedar con un arancel de 0% el año 2015.  Así, en el análisis del escenario de reducción de la protección en frontera del trigo, se llegó a la conclusión de que a los niveles fijados para el año 2014 la posibilidad de que se aplicaran derechos específicos sería prácticamente nula o su efecto sería marginal, haciendo en el hecho no operativa la política.
27. En el párrafo 108 de su Primera comunicación, Chile argumenta que el nivel de protección otorgado por el SBP se reducirá gradualmente a partir de 2007 "para culminar con la aplicación de derechos o rebajas el año 2014".  ¿Podría Chile aclarar el significado de "culminar", teniendo en cuenta el párrafo 4 del artículo 1 de la Ley antes mencionada, en la medida en que dicho párrafo establece que "[e]l año 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación del sistema de bandas de precios, considerando las condiciones de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país vigentes a esa fecha"?  Sírvanse responder teniendo en cuenta la declaración de la Argentina que figura en el párrafo 33 de su Primera comunicación en el sentido de que "los valores piso y techo de las bandas se mantienen, con la excepción de que ahora se han establecido -en principio- por 11 años, mientras que en el esquema anterior se determinaban anualmente".
La Ley 19.897 establece la aplicación de derechos y rebajas hasta el año 2014.  Por lo tanto, la protección otorgada al trigo y la harina de trigo bajo la normativa legal, concluye en dicha fecha.
A su vez, el párrafo 4 del artículo 1 de la Ley, indica que el año 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación del sistema de bandas de precio de acuerdo a los factores que señala la norma.
Integrando ambas disposiciones, bajo la legislación vigente la aplicación de derechos y rebajas concluye el año 2014.  Si el año 2014 se decidiera modificar esta situación, el Presidente de la República deberá presentar un proyecto de ley, el que deberá ser aprobado por el Poder Legislativo, es decir, para continuar con la medida se deberá legislar expresamente sobre el particular, pero en todo caso se tratará de una medida nueva.
A diferencia de lo aseverado por Argentina, Chile no cuenta con elementos de juicio para asegurar que la Ley 19.897 ha sido establecida “en principio” por 11 años, ya que bajo un Estado de Derecho como el que rige en Chile, no se puede anticipar las decisiones del Poder Ejecutivo y Legislativo en dicha fecha, como tampoco se puede asegurar que la ley, como hoy la conocemos, permanecerá inmutable hasta dicho año.  Chile, sólo puede afirmar que la medida, como hoy existe, permite fijar derechos o rebajas en el pago del arancel, únicamente hasta el año 2014.
28. Chile ha afirmado en el párrafo 118 de su comunicación de réplica que, en el marco del actual SBP, "el valor piso no es un precio de entrada, no se fija a partir del precio interno, no se relaciona con él, ni está fijado a un valor superior a él" (sin cursivas en el original).  Chile ha establecido lo que no es el piso de la banda de precios.  ¿Podría definir para el Grupo Especial qué entiende que es el piso de la banda de precios?
El piso es uno de los parámetros objetivos establecidos para el cálculo del nivel arancelario que tendrá la protección en frontera para el trigo y la harina de trigo.  Su utilización se restringe a la fechas en que corresponde determinar dicha protección, seis veces por año y sólo en el caso de que otro de los parámetros objetivos considerados en la Ley 19.897, el precio de referencia, esté por debajo de ese valor.
Tal como se menciona en los documentos que Chile ha presentado al Panel, al fijar este valor, que se ha denominado piso, y reducirlo gradualmente se establece un nivel de protección en frontera máximo, tal como la OMC lo permite a sus miembros, que se aplicaría tanto al trigo como al harina de trigo de acuerdo a un calendario preestablecido, para efectos de transparencia y previsibilidad.  Así un operador comercial que observe los precios internacionales, pues con estos se determina el precio de referencia, podría estimar con anticipación el nivel de protección que enfrentará su producto al ingresar al mercado chileno a partir del año en que se fijaron estos valores.  Cabe mencionar que durante la aplicación de la ley 19.897, sólo se han establecido derechos específicos durante un período reducido, quedando la mayor parte del tiempo afectos sólo al arancel ad valorem de 6% y el resto a rebajas de este mismo.
29. Rogamos a Chile que formule sus observaciones sobre la siguiente disposición de la Ley Nº 19.897 donde se describe cómo será revaluado el sistema en su conjunto al final del primer período de aplicación durante 2014, y los factores que se tendrán en cuenta:
"El año 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación del sistema de bandas de precios, considerando las condiciones de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país vigentes a esa fecha" (sin subrayar en el original).
A la vista de lo anterior, ¿quiere esto decir que, a pesar de la afirmación de Chile de que el piso de la banda de precios "no se fija a partir del precio interno", las condiciones del mercado interno figuran efectivamente entre los factores fundamentales que, por ley, son considerados por el Gobierno de Chile para fijar todos los parámetros metodológicos del SBP necesarios, incluido el piso de la banda de precios?
No.  Los factores enumerados en el párrafo 4 del artículo 1 no se relacionan con la forma en que hoy está estructurada la Ley 19.897, sino que se refieren a las condiciones que deberá evaluar el Presidente de la República frente al término de la aplicación de derechos y rebajas el año 2014.
Ninguna de estas características está incorporada bajo los parámetros que actualmente considera la Ley 19.897.  La norma citada se refiere a las condiciones del mercado internacional, lo que se relaciona con las distorsiones existentes en dichos mercados y los resultados de las negociaciones multilaterales de la OMC.  Los requerimientos de la industria, sectores productivos y consumidores, se relacionan con cómo la protección otorgada por la Ley 19.897 afecta a los distintos agentes económicos.  Finalmente, las obligaciones comerciales de Chile a esa fecha, se relacionan con el hecho de que Chile tiene suscrito diversos Acuerdos Comerciales, los que podrían tener impacto en la protección del trigo y la harina de trigo.
30. ¿Puede Chile explicar el carácter de los parámetros que se utilizaron como base para determinar el piso y el techo de la banda de precios?  ¿Cómo se determinaron en último extremo los valores de umbral de 128 y 148 dólares de los Estados Unidos?
La determinación de tales valores corresponde a lo que señala la Ley 19.897, que establece que “se considerarán los valores piso y techo utilizados para el trigo y el azúcar, en la elaboración de los decretos exentos del Ministerio de Hacienda Nº 266 y Nº 268, publicados en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada”.
Para ese efecto, a partir del valor piso y techo implicitos en el decreto Nº 266 de mayo de 2002, expresados a nivel de costo de importación, se determinaron sus equivalentes a nivel f.o.b. sustrayéndoles todos los gastos de importación que a la fecha de la Ley (segundo semestre de 2003) eran los efectivos para una operación de comercio normal.
31. ¿Podría Chile explicar más detalladamente cómo el hecho de que el piso y el techo de la banda de precios se hayan fijado en un valor de 128 y 148 dólares de los Estados Unidos da lugar al cumplimiento de las resoluciones y recomendaciones del OSD en el asunto inicial?
Los parámetros de valores referenciales que establece la medida chilena como piso (US$ 128) y techo (US$ 148) constituyen un elemento objetivo, entre otros, para la determinación del derecho de aduana propiamente dicho, como derecho específico o como rebaja en su caso.  Estos parámetros guardan plena compatibilidad con las recomendaciones adoptadas por el OSD para el presente caso y en este sentido debe darse especial consideración a que en tales recomendaciones, el párrafo 261 del Informe del OA señaló que al evaluar el SBP “ninguna característica tiene un valor determinante para decidir si una medida específica genera unas condiciones de acceso al mercado carentes de transparencia y previsibilidad” y en el mismo párrafo el OA declaró arribar a sus conclusiones “tomando como base la particular configuración e interacción de todas estas características específicas” del SBP.  Ello lleva a concluir, necesariamente, que no corresponde el análisis aislado de uno de los parámetros de la medida chilena, sino que la presente medida chilena debe evaluarse en cuanto a la configuración e interacción de todas sus características, respecto a su compatibilidad, con las precisas y pertinentes obligaciones derivadas de los Acuerdos de la OMC objeto de esta diferencia.
32. Rogamos a Chile que formule sus observaciones sobre la declaración de la Argentina que figura en el párrafo 41 de su comunicación de réplica de que el piso y el techo de la banda de precios son "dos números elegidos arbitrariamente y sin ningún criterio.  Podrían ser CIF, FOB o Ex-Works.  Simplemente no se sabe y es imposible saberlo, a menos que Chile hubiera hecho más transparentes los motivos por los cuales estableció el piso y techo de la banda en US$ 128 y US$ 148 por tonelada, respectivamente".  (La palabra "transparentes" figura en negrita en el original.)
En primer lugar, el origen de los montos ha sido latamente  explicado en las presentaciones de Chile.  Adicionalmente, a juicio de Chile el citado párrafo 41 responde a una errada interpretación de las recomendaciones y resoluciones del OSD.  En primer lugar, Argentina afirma que los valores no son valores f.o.b. a pesar de que la ley así lo declaren.  Chile ha demostrado que los valores utilizados son valores f.o.b. y como han operado bajo la vigencia de la Ley 19.897.
Pero además, Argentina toma el requerimiento de transparencia establecido por el OA y lo lleva a extremos que de ser aceptados harían incompatibles con la OMC prácticamente la totalidad de los derechos de aduanas propiamente dichos.  Como se ha señalado, el OA estableció la falta de transparencia y previsibilidad de ciertas características del SBP que lo convertían en una medida similar a las de la nota 1 del artículo 4.2. del Acuerdo de Agricultura.
Sostener que la exigencia de transparencia se aplica en los términos que plantea Argentina significaría que prácticamente todos los derechos ad valorem no serían transparentes y en consecuencia dejarían de ser derechos de aduana propiamente tales al calificar como medidas similares a las de la nota 1.  En efecto, muy pocas legislaciones, si es que existe alguna, explicitan las razones para fijar su derecho ad valorem.  Siguiendo el argumento de Argentina, podríamos sostener que tales aranceles son “números elegidos arbitrariamente y sin ningún criterio”.
Sin embargo, las obligaciones bajo el artículo II del GATT no son tales y a muy pocos países se le ocurriría como plantea Argentina que estos derechos ad valorem serían incompatibles con la OMC porque el monto establecido por los Estados miembros es un monto que “simplemente no se sabe y es imposible saberlo”, a menos que las Partes hubieran hecho “más transparentes los motivos por los cuales estableció”.
33. Rogamos a Chile que explique los motivos de la introducción de un multiplicador consistente en la unidad (1) más el derecho ad valorem de aplicación general a efectos de calcular el derecho específico en caso de que el precio de referencia caiga por debajo del umbral inferior de la banda de precios.
Para la determinación del derecho específico en el SBP se consideraban una serie de costos fijos y variables que intervenían en un proceso normal de importación incluyendo el arancel general ad valorem.  Como una forma de transparentar y hacer más previsible la determinación del derecho en la ley 19.897 se excluyeron del cálculo del derecho todos estos costos a excepción del arancel general, por tratarse este de un valor conocido.  Así en el Reglamento de la ley, se estableció la siguiente fórmula para el cálculo del derecho específico:
DE = (1 + 0.06) * (FOB piso - FOB pr)
Cabe mencionar, que a partir de esta expresión se deduce que el derecho específico de la política chilena actual es menor para cualquier precio de referencia, dado que en su determinación sólo se incluye el arancel general ad valorem y se excluyen todos los demás costos variables que eran parte del SBP.
Para mayor detalle de esta expresión, ver respuesta a pregunta 5.(c).
34. Rogamos a Chile que explique cuál es el motivo de que se haya fijado el valor del factor de ajuste precisamente en 0,985.
Como se ha explicado
, la modificación al sistema de bandas de precio respondió a un amplio consenso político, así como a un acuerdo de los distintos actores involucrados, respecto del nivel de protección que debían recibir en Chile el trigo y la harina de trigo.
De conformidad a este acuerdo, Chile mantuvo un grado de protección adicional al arancel ad valorem para los productos bajo las bandas, que permitiera proteger a los productores de las distorsiones en los mercados internacionales, pero sin otorgarles sobreprotección, a condición de ir reduciendo esta protección y liberalizar totalmente el mercado en un proceso gradual, decisión que por lo demás, también ha sido incorporada en la negociación de algunos de nuestros Acuerdos Comerciales Regionales.
De acuerdo a lo anterior, se calculó la protección adicional del sector hasta el año 2014 y se aplicó un factor que permitiera una reducción gradual de la misma.  A mayor abundamiento, se puede agregar además como antecedente, que de acuerdo a los precios promedios históricos del trigo es probable que el año 2014 la banda debiera ser inoperante, ya que se encontrará por debajo de los precios internacionales
.
35. ¿Aduce Chile en la sección V.1 de su Primera comunicación (párrafos 121 a 132) que el motivo por el que el piso de la banda de precios no se puede considerar un precio mínimo de importación es que se establece actualmente sobre una base FOB?  ¿Significa eso también que el motivo por el que se constató que el SBP inicial era similar a un precio mínimo de importación era que el piso de la banda de precios se establecía sobre una base CIF?
Una de las características de la Ley 19.897 es que el parámetro utilizado está expresado a nivel de precio f.o.b., pero no es la única ni la mas relevante de las características.  La Ley 19.897 establece la fijación de derechos específicos que corresponden a derechos de aduana propiamente dichos y la existencia de parámetros que apoyen su determinación no altera esta situación.
Respecto del SBP, el valor piso de la banda era establecido a nivel de mercado doméstico como costo de importación comparable directamente con el precio doméstico y no a nivel c.i.f.  Esta característica es una de las que se describen para los precios mínimos de importación.  Sin embargo, esa sola característica no fue suficiente para constatar que el SBP era similar a un precio mínimo de importación.
También fueron características como la forma poco transparente de cálculo del precio de referencia, la determinación semanal de este precio de referencia y su fijación a partir del menor precio de los mercados relevantes.  A eso se añade la inexistencia de documentos públicos u oficiales en los cuales se incluyeran definiciones sobre los mercados relevantes o el propio precio de referencia.  Finalmente, se agregaron las características de falta de transparencia y previsibilidad.
36. ¿Puede Chile responder a la afirmación hecha por la Argentina en la reunión sustantiva con el Grupo Especial (véase el párrafo 33 de la versión escrita de la declaración oral de la Argentina) de que "cuando se aplica el derecho específico, el precio de entrada es siempre superior a 128 dólares EE.UU. por tonelada"?  De no estar de acuerdo con esta declaración, ¿puede Chile presentar pruebas de situaciones reales en que, en el marco del SBP modificado, hayan entrado importaciones de trigo o harina de trigo en el mercado a precios más bajos que el umbral inferior de la banda de precios?
En el párrafo 33 Argentina afirma que ha demostrado matemáticamente y empíricamente que los derechos específicos resultantes de la Ley 19.897 tienden a elevar el precio de entrada de las importaciones por encima de US$128.  A continuación afirma que cuando se aplican derechos específicos los precios de entrada son siempre superiores a US$128, y que Chile habría confirmado este hecho.
En primer lugar, la demostración matemática que señala Argentina (ver Sección C.I.2.1. de la Primera Comunicación Escrita de Argentina) sólo muestra que, dado que el piso es un valor determinado en base f.o.b. y que el precio de entrada se calcula sobre la base de un valor c.i.f. (que corresponde a un precio f.o.b. más un flete internacional y un seguro), y los aranceles totales, la probabilidad de que el precio de entrada sea mayor al piso es muy alta.  Evidentemente lo anterior es válido incluso sin considerar la aplicación de aranceles (ni ad valorem, ni específico).
En segundo lugar, los datos efectivos de valores c.i.f. de internaciones desde Argentina en el periodo comprendido entre el 16 de diciembre de 2003 y el 15 de diciembre de 2005 muestran lo anterior (ver anexo CHL-16).  En todo el periodo los valores c.i.f. son mayores al valor piso (US$128), en un rango que fluctúa entre 22% a 107%.  Dado que los precios de entrada corresponden a los valores c.i.f. más aranceles, evidentemente es muy difícil que sean menores de US$128, independientemente de que se apliquen o no derechos específicos.
No obstante lo anterior, y como demuestra matemáticamente Argentina, puede darse la situación, improbable pero no imposible, de que, una vez fijado un derecho específico, los precios internacionales bajen de manera sustantiva, lo que se refleje a su vez en valores c.i.f suficientemente bajos como para que finalmente los precios de entrada sean inferiores a US$128.
37. En los párrafos 161 a 163 de su Primera comunicación, Chile argumenta que "los operadores cuentan con información que permite predecir el nivel de precios que tendrá el trigo en el corto y mediano plazo y, por lo tanto, cuentan con información para prever cuál será el nivel de derechos específicos que podría ser aplicado en el futuro cercano a las importaciones de trigo en Chile" y que "[e]s prácticamente imposible que existan operadores del mercado del trigo que no conozcan o utilicen" información sobre los derivados financieros para el trigo, lo que incluye al menos contratos de futuros, procedente de bolsas de productos en los Estados Unidos y la Argentina, para la realización de sus negocios.  ¿Sería por consiguiente correcto presuponer la intervención de operadores profesionales en el mercado de trigo en cada una de las transacciones que supongan la importación de trigo en Chile?  En caso afirmativo, ¿tiene este hecho alguna trascendencia sobre las condiciones de acceso al mercado de Chile para las importaciones de trigo y harina de trigo?
Como se ha señalado a lo largo de este proceso, la información respecto de las condiciones de aplicación de derechos y rebajas para el trigo y la harina de trigo, es pública y fácilmente accesible para cualquier ciudadano nacional o extranjero, esté dedicado o no de manera profesional al comercio exterior.  Lo mismo ocurre con la información respecto del pago de aranceles ad valorem, disposiciones aduaneras, requisitos de certificación, entre otras materias relacionadas con la actividad comercial de importación propiamente tal.  Por lo tanto, cualquiera persona que desee conocer las condiciones de acceso al mercado chileno para el trigo y la harina de trigo, puede recurrir a fuentes de información públicas y fácilmente accesibles para informarse, así como también puede realizar directamente todos los trámites necesarios para hacer una operación de comercio exterior.
No obstante lo anterior, en Chile, como es el caso en la mayoría de los países, las transacciones internacionales de bienes son realizadas por profesionales quienes tienen, evidentemente, un mejor y mayor manejo de todos los elementos involucrados con las operaciones de exportación e importación. Dicha actividad, en todo el mundo, implica el conocimiento de una gran cantidad de antecedentes, además de los aranceles propiamente tales.  El caso del trigo y la harina de trigo, en Chile no es una excepción.
Por lo tanto, el hecho que las transacciones sean realizadas por “profesionales” no puede interpretarse como una consecuencia de las condiciones de aplicación de aranceles para el trigo y la harina de trigo.
38. En el párrafo 72 de su comunicación de réplica, Chile afirma que "[a]ctualmente los precios de referencia corresponden a precios f.o.b. de los dos mercados más relevantes para Chile ...  En los últimos seis años (2000-2006) el 40% de las importaciones chilenas de trigo provino de EE.UU. y el 31% de Argentina".  A este respecto, ¿puede Chile responder a la afirmación hecha por la Argentina durante la reunión sustantiva con el Grupo Especial (véase el párrafo 54 de la versión escrita de la declaración oral de la Argentina) de que "[a]unque no quepa duda de que el Canadá es un mercado relevante para Chile, el SBP modificado no reflejará nunca la importancia del Canadá en el comercio exterior chileno de trigo, ni los precios canadienses se reflejarán en los mercados internos de Chile".
Respecto de las afirmaciones de Argentina expuestas en el párrafo 54 de la versión escrita de su presentación oral, se aclara lo siguiente:
· La información presentada por Chile respecto del promedio de importaciones de trigo en el periodo 2000-2006, la contenida en el anexo ARG-31 de Argentina respecto de importaciones en los años 2004 y 2005, y la presentada por Chile en el anexo CHL-13 con importaciones de los años 2002 y 2003, proviene toda ella de la misma fuente.
· La fuente de dicha información es www.odepa.gob.cl.
Tal como señaló Chile en la presentación oral (ver párrafo 59 de la versión escrita) los mercados para establecer los precios de referencia cumplen, a la vez, con dos condiciones:
· En primer lugar, son dos mercados reconocidos a escala mundial como referentes para el precio internacional del trigo de la categoría que está en cuestión (es decir clasificado en la partida arancelaria 1001.90).  De hecho, aparentemente también son referentes para el Gobierno Argentino.  El anexo CHL - 12 muestra un cuadro que publica la Secretaria de Agricultura Ganadería Pesca y Alimentación de Argentina (www.sagpya.gov.ar) con información a sus usuarios respecto de precios internacionales con el título: “Evolución de los precios externos de los principales granos”.  Para el trigo se citan los precios “FOB GOLFO” y “FOB PTOS.ARG.”.
· En segundo lugar, corresponden a trigo proveniente de dos de los mercados de mayor relevancia para Chile.  De hecho en los dos años previos a la vigencia de la Ley 19.897, período que se tomó en consideración al elaborar las modificaciones al SBP, fueron efectivamente los mercados más relevantes.  Aún tomando una serie más larga de precios (2000-2006), las cifras muestran que continúan siendo los mercados más relevantes.
La existencia de varios países exportadores de trigo (Australia, Canadá, Francia, entre otros) y, al mismo tiempo, de diversas variedades de trigo pertenecientes a la clasificación 1001.9000, no resta representatividad a los mercados de referencia utilizados y a las variedades de trigo seleccionadas. Dado que el trigo es un commodity, y teniendo en cuenta las diferencias de calidad, los precios internacionales de los trigos provenientes de los distintos orígenes están indudablemente relacionados.
39. En el párrafo 41 de su Primera comunicación, la Argentina argumenta que la reglamentación modificada no especifica cuál es el puerto de interés que se tendrá en cuenta para determinar los precios FOB "puerto argentino" relevantes que se utilizarán para calcular los precios de referencia.  En el párrafo 132 de su comunicación de réplica (véase la Prueba documental 4 presentada por la Argentina), la Argentina señaló la existencia de cotizaciones para cuatro puertos diferentes por lo menos (Buenos Aires, Bahía Blanca, Quequén y Rosario).  Chile ha respondido en el párrafo 77 de su comunicación de réplica que "no encontró ninguna justificación para inclinarse por alguno de dichos puertos en particular, más aún existiendo una estadística oficial publicada por el gobierno de Argentina".  ¿Podría Chile:
a) presentar alguna prueba que demuestre de qué forma se utiliza realmente información sobre los mercados procedente de la Argentina a efectos de calcular el precio de referencia;
La fuente de información de precios del “Trigo Pan Puerto Argentino”, también llamado “Precio Oficial del Trigo Pan”, proviene de la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (SAGPyA) (http://www.sagpya.mecon.gov.ar/) dependiente del Ministerio de Economía de Argentina.  La Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA) dependiente del Ministerio de Agricultura de Chile toma diariamente dichos precios directamente desde  la página web del SAGPyA.
Respecto de las divergencias en los nombres de la serie de precios se precisa lo siguiente:
· El SAGPyA publica informes diarios y mensuales de dichos precios.  Chile ya presentó en el anexo CHL - 14 dos series mensuales provenientes de la página del SAGPyA que contienen la misma información pero usando nombres de la serie distintos.
· La Dirección de Mercados Agroalimentarios (DIMEAGRO) dependiente del SAGPyA publica diariamente los precios oficiales con el nombre de trigo pan f.o.b. puertos argentinos (ver CHL-17).
· La Bolsa de Cereales de Buenos Aires publica los precios diarios de precios “Fob Puertos Argentinos”, cuya fuente de información es el SAGPyA.  El anexo CHL-17 también muestra la información de la página web de dicha Bolsa.  El cuadro contiene información idéntica para el trigo que aquella contenida en el anexo de Argentina ARG - 32.
Chile considera que existe evidencia suficiente para mostrar que las series de precios “Trigo Pan Puerto Argentino” y  “Precio Oficial del Trigo Pan” son idénticas.
b) aclarar si la utilización de un "promedio de distintos puertos" para determinar el precio de referencia, en el caso de los precios del trigo de la Argentina, es una característica obligatoria del SBP y, en caso afirmativo, identificar el fundamento jurídico correspondiente?
No existe la obligación legal de utilizar un promedio de diferentes puertos como precio de referencia.  El artículo 8 del Reglamento 831 establece:
“El mercado de mayor relevancia para el trigo, durante el período de aplicación de derechos y rebajas comprendido entre el 16 de diciembre y el 15 de junio del año siguiente, será el del trigo pan argentino y los precios corresponderán a las cotizaciones diarias de dicho producto FOB puerto argentino ...”
En el marco de las modificaciones que se requirieron para establecer derechos y rebajas de manera transparente y previsible, se hizo necesario escoger un precio de referencia que diera cuenta del nivel de los precios f.o.b. del trigo pan argentino.  Chile consideró que los valores publicados por el Gobierno Argentino por más de 30 años con el nombre de “Trigo Pan Puerto Argentino”, hoy llamados adicionalmente con el nombre de “Precios Oficiales Trigo Pan”, constituían datos fieles de dicho nivel y, adicionalmente, provenientes de una fuente confiable.  Tradicionalmente dicha serie de precios ha representado el nivel de precios en distintos puertos de Argentina.
40. Rogamos a Chile que formule sus observaciones sobre la declaración de la Argentina que figura en el párrafo 66 de su Primera comunicación de que "[d]e acuerdo a lo observado hasta el momento, no se informa en los decretos bimensuales cuál es el precio de referencia calculado para cada período".
La afirmación de Argentina aparentemente se explica en el desconocimiento de los cambios introducidos por Chile.  Como se ha señalado reiteradamente, bajo la Ley 19.897, el precio de referencia es el precio utilizado por la autoridad administrativa para determinar el marco de protección aplicable en frontera, protección que actualmente es determinada por un decreto que fija un derecho específico o una rebaja al pago del arancel ad valorem, el que se aplica a todas las importaciones efectuadas en el país.  Por lo tanto, bajo la Ley 19.897, la publicación del precio de referencia carece de relevancia para el importador, distinto de cómo sucedía bajo el SBP.
En efecto, como también se indicara, bajo el SBP, la autoridad administrativa fijaba el derecho específico (o la rebaja) una vez al año para una serie dada de precios, y los correspondientes a cada operación de importación, eran determinados por los agentes comerciales, considerando las tablas de precios y derechos asociados ya señalados, según  la fecha de embarque de las mercancías, y el precio de referencia publicado por Aduanas.  Hoy día, todo ello ha sido reemplazado, cuando corresponde, por un derecho específico en dólares por kilo o una rebaja en dólares por tonelada, aplicado en frontera junto con el arancel ad valorem.
41. La Ley Nº 19.897 establece que el precio de referencia FOB "estará constituido por el promedio de los precios internacionales diarios ... registrados en los mercados de mayor relevancia durante un período de 15 días corridos ...".  ¿Puede Chile explicar de qué forma se obtienen estos promedios de precios?  ¿Transforma Chile estos promedios diarios en promedios mensuales?  En caso afirmativo, ¿cómo se hace esta transformación?  ¿Utilizando promedios ponderados de los precios diarios o promedios simples?  Rogamos a Chile que presente pruebas en apoyo de su respuesta.
Tal como se señalara en la segunda presentación escrita de Chile (párrafo 73) las fuentes de información son:
· Para el trigo Soft Red Winter N°2, el precio f.o.b Golfo publicado por la Bolsa de Chicago (http://www.cbot.com/)
· Para el trigo Pan f.o.b. Puerto Argentino (también llamado “Precio Oficial”) el valor publicado por la Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (http://www.sagpya.mecon.gov.ar/).
ODEPA registra diariamente dichos precios.  Adicionalmente, ODEPA publica la serie histórica de precios mensuales de ambos desde el año 1975 en su página web (www.odepa.gob.cl).
El precio de referencia para cada período de aplicación es el promedio de los precios diarios observados en los 15 días calendario contados hacia atrás desde el día 10 del mes en que se publicará el respectivo decreto.  Se descuentan del cálculo los días que no registran datos (fin de semana y festivos).
Los precios diarios considerados son:
· En el semestre del 16 de junio al 15 de diciembre: trigo Soft Red Winter N°2
· En el semestre del 16 de diciembre al 15 de junio: trigo Pan f.o.b. Puerto Argentino (también llamado “Precio Oficial”)
Se trata de un promedio simple de precios diarios.  No hay transformaciones de ningún tipo.
Para mayor claridad de cómo se realiza el cálculo se puede revisar el anexo CHL-16 con la información solicitada en la pregunta 73.  Por ejemplo, para determinar el monto de las rebajas en el período comprendido entre el 16 de febrero de 2005 y el 15 de abril de 2005, se tomaron los datos diarios de precios del 27 de enero de 2004 al 10 de febrero de 2005:
	día 
	Fecha
	Trigo Pan Argentino

	
	
	f.o.b. US$/ton

	1
	martes 27/ enero/ 2004
	162

	2
	miércoles 28/ enero/ 2004
	158

	3
	jueves 29/ enero/ 2004
	156

	4
	viernes 30/ enero/ 2004
	154

	5
	sábado 31/ enero/ 2004
	-

	6
	domingo 01/ febrero/ 2004
	-

	7
	lunes 02/ febrero/ 2004
	154

	8
	martes 03/ febrero/ 2004
	154

	9
	miércoles 04/ febrero/ 2004
	153

	10
	jueves 05/ febrero/ 2004
	153

	11
	viernes 06/ febrero/ 2004
	153

	12
	sábado 07/ febrero/ 2004
	-

	13
	domingo 08/ febrero/ 2004
	-

	14
	lunes 09/ febrero/ 2004
	153

	15
	martes 10/ febrero/ 2004
	153

	
	
	

	
	Promedio
	154,82


El promedio simple de los 15 días con datos da un resultado de US$154,82 por tonelada.  En consecuencia la rebaja equivale a US$154,82 menos US$148, multiplicado por 1,06.  El resultado de la operación es una rebaja de US$7,23 por tonelada.
42. En el párrafo 142 de su Primera comunicación, Chile argumenta que una medida en la frontera que mantenga estables los precios relativos permite que las variaciones externas sean transmitidas al mercado interno, "aunque sea en una distinta magnitud".  ¿Cuál sería la "distinta magnitud" admisible que permitiría una transmisión suficiente de los precios de forma que no pueda considerarse que un mercado está aislado?
Una forma simple de evaluar la relación entre dos precios es dividir uno de ellos por el otro.  En este caso, por ejemplo, calcular la relación entre el precio doméstico del trigo en Chile y el precio f.o.b. de exportación de Argentina.

	Relación precio doméstico sobre internacional = 
	Precio del trigo en Chile

	
	Precio f.o.b. de Argentina


Si se toma en cuenta que existen otros factores que afectan el precio doméstico, como son la oferta estacional en época de cosecha y cambios en los costos de fletes por ejemplo, la relación no puede ser estable para cada período en que se calcula.  Sin embargo, su comportamiento debe mostrar una baja desviación sobre su promedio.
Esto se puede medir calculando el coeficiente de variación de la serie de datos, el cual es el valor de la desviación estándar de la serie, divido por su promedio.
Aun cuando no es perfectamente definible qué valor debe tener como máximo un coeficiente de variación para asegurar que la serie es estable, se espera que dicho valor sea el menor posible.
Para el caso en que se compara el precio de Chile con el precio de exportación de Argentina, se estima que es razonable una variabilidad que no sea superior al 15% para considerar que existe una adecuada transmisión de precios, considerando los diversos otros factores que afectan al precio interno y que además existen otros mercados que proveen el producto a Chile y cuyos precios no necesariamente se comportan de igual manera que los precios argentinos.
Se debe señalar, para mayor claridad, que entre más lejanos sean los precios que se comparan mayor puede ser la variabilidad, dado que existen mayores costos de intermediación que los separan.  Es decir, es esperable que la relación entre un precio doméstico y un precio f.o.b. sea más variable que la relación entre un precio doméstico y un precio c.i.f.
Para el período entre enero de 2004 y junio de 2006, la relación entre el precio doméstico del trigo en Chile y el precio f.o.b. del trigo argentino presentó un coeficiente de variación (o variabilidad sobre su promedio) de 9,5%.
Para el período entre enero de 2000 y diciembre de 2003, esta relación presentó un coeficiente de variación de 16,7%.
Aunque es difícil afirmar cuál es el nivel razonable de variabilidad que confirmaría que existe transmisión de precios, es indudable que en el período de vigencia de la Ley 19.897 esta variabilidad es menor y suficientemente baja para ser explicada por otros factores y por la existencia de otros mercados que también son proveedores de trigo para Chile.
	Relación entre el precio del trigo en Chile y el precio de exportación de trigo argentino

	Mes
	Precio f.o.b. Argentina
	Precio doméstico chileno
	Relación de precios

	Ene-00
	99,29
	176,52
	1,78

	Feb-00
	102,43
	176,64
	1,72

	Mar-00
	106,22
	190,93
	1,80

	Abr-00
	113,72
	193,54
	1,70

	May-00
	126,29
	188,51
	1,49

	Jun-00
	129,05
	187,45
	1,45

	Jul-00
	130,43
	185,30
	1,42

	Ago-00
	128,59
	184,49
	1,43

	Sep-00
	127,45
	184,63
	1,45

	Oct-00
	131,38
	184,61
	1,41

	Nov-00
	130,14
	174,75
	1,34

	Dic-00
	115,32
	157,51
	1,37

	Ene-01
	117,18
	162,61
	1,39

	Feb-01
	124,60
	171,12
	1,37

	Mar-01
	122,05
	164,48
	1,35

	Abr-01
	124,28
	163,09
	1,31

	May-01
	131,86
	163,35
	1,24

	Jun-01
	130,50
	162,03
	1,24

	Jul-01
	125,05
	160,02
	1,28

	Ago-01
	122,96
	161,27
	1,31

	Sep-01
	119,65
	155,79
	1,30

	Oct-01
	126,00
	145,95
	1,16

	Nov-01
	120,18
	151,46
	1,26

	Dic-01
	108,94
	153,36
	1,41

	Ene-02
	112,05
	152,33
	1,36

	Feb-02
	116,68
	155,07
	1,33

	Mar-02
	114,68
	159,12
	1,39

	Abr-02
	123,10
	163,23
	1,33

	May-02
	135,73
	163,13
	1,20

	Jun-02
	151,26
	158,45
	1,05

	Jul-02
	168,77
	156,52
	0,93

	Ago-02
	179,91
	160,73
	0,89

	Sep-02
	195,71
	164,83
	0,84

	Oct-02
	186,14
	163,18
	0,88

	Nov-02
	141,91
	168,94
	1,19

	Dic-02
	129,58
	164,06
	1,27

	Ene-03
	143,73
	170,40
	1,19

	Feb-03
	147,00
	167,81
	1,14

	Mar-03
	151,75
	170,70
	1,12

	Abr-03
	149,50
	176,30
	1,18

	May-03
	162,52
	176,00
	1,08

	Jun-03
	160,70
	173,92
	1,08

	Jul-03
	159,27
	176,84
	1,11

	Ago-03
	164,25
	176,53
	1,07

	Sep-03
	160,41
	184,15
	1,15

	Oct-03
	165,45
	190,34
	1,15

	Nov-03
	169,65
	191,44
	1,13

	Dic-03
	163,39
	191,56
	1,17

	Ene-04
	162,50
	205,58
	1,27

	Feb-04
	150,80
	187,55
	1,24

	Mar-04
	154,61
	182,30
	1,18

	Abr-04
	163,11
	182,23
	1,12

	May-04
	161,25
	177,19
	1,10

	Jun-04
	147,57
	180,28
	1,22

	Jul-04
	139,48
	183,73
	1,32

	Ago-04
	125,52
	184,63
	1,47

	Sep-04
	127,41
	175,22
	1,38

	Oct-04
	124,50
	179,97
	1,45

	Nov-04
	117,05
	165,91
	1,42

	Dic-04
	112,11
	160,37
	1,43

	Ene-05
	107,62
	163,87
	1,52

	Feb-05
	115,75
	163,59
	1,41

	Mar-05
	132,18
	159,56
	1,21

	Abr-05
	137,57
	168,92
	1,23

	May-05
	137,48
	177,38
	1,29

	Jun-05
	136,24
	183,07
	1,34

	Jul-05
	144,86
	186,79
	1,29

	Ago-05
	142,14
	195,72
	1,38

	Sep-05
	134,18
	191,37
	1,43

	Oct-05
	135,20
	189,65
	1,40

	Nov-05
	136,77
	190,72
	1,39

	Dic-05
	131,37
	200,49
	1,53

	Ene-06
	136,23
	202,37
	1,49

	Feb-06
	141,65
	206,18
	1,46

	Mar-06
	139,45
	207,95
	1,49

	Abr-06
	142,11
	213,29
	1,50

	May-06
	160,67
	209,95
	1,31

	Jun-06
	183,71
	203,09
	1,11

	Fuente:  ODEPA (www.odepa.gob.cl)


43. Rogamos a Chile que formule sus observaciones sobre el gráfico presentado por la Argentina como Prueba documental 35 en la reunión sustantiva con el Grupo Especial, según el cual "cuando los precios internacionales bajan, los derechos específicos suben" (véase el párrafo 69 de la versión escrita de la declaración oral de la Argentina en la reunión sustantiva con el Grupo Especial).
El gráfico presentado por Argentina en el anexo ARG - 35 presenta dos curvas: la de índices de precios de referencia y la de índices de  aranceles específicos, para el período comprendido entre el 1 de noviembre de 2004 al 25 de abril de 2005.  En el gráfico no aparecen precios internacionales efectivos para dicho período.  Dado lo anterior, Chile no concuerda con la afirmación:  “cuando los precios internacionales bajan, los aranceles específicos suben”, que Argentina realiza respecto de dicho gráfico.
El gráfico confirma que, efectivamente, cuando el precio de referencia cae por debajo de US$128, y de acuerdo a un calendario preestablecido, se aplica un derecho específico.  También se constata que mientras mayor sea la caída, mayor será el derecho específico a aplicar.  Por lo tanto lo que sí puede afirmarse es que, independiente del nivel de los precios internacionales que prevalecieron en dicho periodo, se cobraron derechos específicos por un valor de US$14,3 por tonelada en el período comprendido entre el 16 de diciembre de 2004 al 15 de febrero de 2005, y de US$20,5 por tonelada entre el 16 de febrero de 2005 al 15 de abril de 2005.
44. Chile ha citado el caso de los "aranceles estacionales" y los "precios de entrada" en apoyo de sus argumentos con respecto a la "sobrecompensación" (véanse, por ejemplo, los párrafos 51 y 94 de su comunicación de réplica).  ¿Puede Chile confirmar si se ha reservado en su Lista de la OMC el derecho de aplicar aranceles estacionales al trigo y la harina de trigo?  ¿Cómo justifica Chile el hecho de que los derechos aplicados puedan potencialmente cambiar seis veces en el curso de cualquier período de 12 meses si, a diferencia de otros Miembros de la OMC, no se ha reservado el derecho de hacerlo en su Lista?
El compromiso arancelario de Chile para el trigo y la harina de trigo en la Ronda Uruguay (RU) fue reducir el arancel de 35%, consolidado previamente, a un 31,5%.  No obstante, en Chile, al igual que en muchos países, los aranceles aplicados son inferiores a los niveles consolidados en la OMC.  En el caso del trigo y la harina de trigo, se determinó que contaran con una protección adicional a la otorgada por el arancel general ad valorem, que está muy por debajo del 31,5%, pero siempre respetando dicho nivel consolidado.  Los aranceles que aplica Chile al trigo y la harina de trigo, efectivamente pueden cambiar seis veces en el año, pero nunca pueden superar el arancel consolidado por Chile en la OMC.
En la RU no existió la obligación de “reservar un derecho” que permitiera posteriormente cambiar los aranceles cuando dichos cambios  se producen dentro de los niveles consolidados.  Por lo tanto no fue posible que Chile reservara un derecho de ese tipo.  Los países son libres de establecer los niveles arancelarios que estimen convenientes, y cambiarlos, siempre que apliquen derechos de aduana propiamente dichos y que se respete el nivel consolidado.  Los derechos y rebajas resultantes de la Ley 19.897 son derechos aduaneros propiamente dichos.
45. Rogamos a Chile que formule sus observaciones sobre el argumento de la Argentina que figura en los párrafos 97, 125 a 158 y 185 de su Primera comunicación, según el cual los derechos específicos resultantes del SBP de Chile tienden a sobrecompensar la bajada de los precios del mercado mundial cuando el precio de referencia es más bajo que el umbral inferior de la banda de precios, al elevar el precio de entrada de las importaciones por encima del piso de la banda.  El Grupo Especial ha tomado nota de las observaciones de Chile que figuran en los párrafos 49 a 51 de su comunicación de réplica.  ¿Interpreta correctamente el Grupo Especial que Chile reconoce que puede producirse esa "sobrecompensación", y que de hecho se ha producido, pero que está limitada temporalmente?
Chile no reconoce la existencia de compensación ni sobrecompensación en la aplicación del derecho o rebaja a las importaciones de trigo y harina de trigo.  La compensación consiste en establecer un arancel que permita alcanzar determinado nivel para un precio específico.  La sobrecompensación, entonces, significaría que producto de la aplicación de un arancel se sobrepasaría dicho nivel.  La Ley 19.897 establece un derecho o una rebaja, y no un mecanismo que busque “compensar” los cambios en el valor de las mercancías importadas o el cambio en los precios internacionales.
Lo que Chile sí entiende y reconoce, es que en los momentos en los cuales se modifican los derechos de aduana se produce un cambio en el total de la carga arancelaria que afecta a todas las importaciones, aumentando cuando suben los derechos, y disminuyendo cuando estos caen o cuando se aplican rebajas.  Esas diferencias también ocurren cuando los países modifican sus aranceles pero no constituyen compensaciones, sobrecompensaciones o subcompensaciones, sino simplemente una nueva carga arancelaria que puede ser mayor o menor a la anteriormente existente.
46. ¿Puede Chile responder a la afirmación hecha por la Argentina en la reunión sustantiva con el Grupo Especial (véanse los párrafos 40 y 41 de la versión escrita de la declaración oral de la Argentina) según la cual, aunque la sobrecompensación pueda producirse al principio de cada período de dos meses "inevitablemente influye en el resto del período" porque "el nivel de los derechos y el precio de entrada después de ese momento estarán influenciados por la sobrecompensación original"?
Chile ha mostrado que los efectos producidos por el cambio de los aranceles vigentes, en cualquier caso, no constituyen ni se realizan a modo de compensación.  Por lo tanto, no es posible que exista “sobrecompensación” y la afirmación de Argentina no tiene sentido.
47. En respuesta a los argumentos de la Argentina con respecto a la "sobrecompensación", Chile ha señalado en el párrafo 51 de su comunicación de réplica que la situación descrita por la Argentina sería "exactamente igual si analizamos qué sucede cuando se cambia un derecho ad valorem", añadiendo que "es más claro aún en los países donde existen aranceles estacionales, donde la protección cambia (sube o baja) el día que cambia el arancel".  ¿Está vinculando Chile de alguna manera el funcionamiento del SBP con la forma en que funcionan los aranceles estacionales?
La similitud de los derechos y rebajas que se establecen de acuerdo a la Ley 19.897 con los aranceles estacionales es que en ambos casos, dentro del mismo año calendario, hay cambios en los niveles de protección.  Es sólo en ese sentido que Chile usó como ejemplo los aranceles estacionales.
48. En la sección II.5 de su Primera comunicación (párrafos 40 a 45), Chile se refiere al principio de legalidad del tributo dentro de su sistema jurídico interno.  ¿Podría Chile desarrollar sus argumentos a este respecto?  ¿Está alegando Chile que ha experimentado dificultades para cumplir las resoluciones y recomendaciones del OSD en el asunto inicial que puedan explicarse por las limitaciones que establece su legislación interna?  En caso negativo, sírvanse explicar la relevancia de la sección antes señalada.
No.  Chile no ha experimentado dificultades en cumplir con las resoluciones y recomendaciones del OSD, sino por el contrario, modificó su legislación haciéndola plenamente consistente con sus obligaciones ante la OMC.
La referencia al principio de legalidad del tributo permite entender a cabalidad los cambios introducidos por Chile y apunta al centro de la paradoja que plantea la presente controversia.
Si Chile hubiese modificado el SBP, entregándole a la autoridad administrativa la facultad de establecer derechos específicos o aumentar el derecho ad valorem a su discreción, como sucede en numerosos ordenamientos jurídicos, difícilmente estaríamos ante el presente procedimiento, en tanto no se sobrepasara el arancel tipo consolidado.
Sin embargo, en Chile, por mandato constitucional, no es posible que la autoridad administrativa establezca derechos específicos discrecionalmente, sino que se requiere que la creación, modificación o supresión de tributos sea determinada por ley.
Lo anterior explica el por qué, a pesar que bajo la Ley 19.897 se modificó el SBP estableciéndose un derecho específico, la ley también debió considerar todos los parámetros necesarios para que la autoridad administrativa (Ministro de Hacienda) pudiera determinar el monto de dicho derecho
.
Bajo la actual normativa, los  parámetros ya no forman parte de un sistema o fórmula que permita la variabilidad automática y continua como sucedía bajo el SBP, sino que parámetros tales como precios de referencia, piso y techo y mercado de relevancia, sólo son utilizados por la autoridad para determinar la cuantía del derecho específico aplicable a las importaciones.
Extrañamente Argentina, toma las conclusiones del OA y lleva las exigencias de transparencia y previsibilidad a todos los parámetros considerados por Chile, cuando si dichos parámetros hubiesen sido omitidos por Chile, con ello se cumpliría a cabalidad con las resoluciones y recomendaciones del OSD.
49. ¿Puede Chile confirmar que se ha reservado en su Lista de la OMC el derecho de aplicar la salvaguardia especial para la agricultura (SGE, es decir, el artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura), que es una excepción al párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura?  Si no se ha reservado ese derecho, rogamos a Chile que justifique el hecho de que los derechos aplicados se calculen sobre la base de un esquema que parecería ser más flexible y permisivo que el artículo 5 en muchos aspectos, ya que:
a) no está destinado a responder únicamente a aumentos de las importaciones o descensos de los precios, como en el caso de las disposiciones relativas a la SGE, sino que tiene un objetivo de "estabilización";
b) compensa con exceso toda la diferencia entre el precio de referencia y un piso de precios, debido a la aplicación de un multiplicador en la fórmula que determina esa diferencia de precios;  mientras que las medidas correctivas previstas en la SGE se calculan sobre la base de una escala regresiva de derechos adicionales acumulados;
c) permite que Chile modifique seis veces al año los factores determinantes, mientras que el precio de activación previsto en las disposiciones sobre la SGE es fijo y no se modifica (está vinculado con el período de base 1986-1988);
d) no exige un aviso previo, mientras que para activar la SGE es preciso cumplir los requisitos de transparencia y notificación que establece el artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura;
e) no parece que tenga en cuenta las mercancías en tránsito cuando se realicen los ajustes bimensuales del precio de referencia, mientras que el párrafo 3 del artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura establece que no se podrán imponer derechos adicionales con arreglo al apartado a) del párrafo 1 y al párrafo 4 de dicho artículo 5.
Chile quisiera destacar que la Salvaguardia Especial Agrícola (SSG) del Acuerdo sobre la Agricultura (AsA) es un mecanismo de excepción que permite a determinados miembros superar su compromiso de arancel consolidado ante la OMC.
La Ley 19.897 vigente en Chile (y anteriormente el SBP) permite establecer protección adicional, por sobre el arancel NMF de 6% vigente, para el trigo y la harina de trigo, sin sobrepasar el arancel consolidado por Chile ante la OMC de 31,5%.  Por lo tanto, no corresponde establecer paralelos o comparaciones entre ambos.  Menos aún pretender que el mecanismo de SSG del AsA constituye un patrón a seguir para el establecimiento de los niveles arancelarios en un país Miembro.
Además, Chile desconoce los detalles del funcionamiento de la SSG dado que no tuvo el derecho de reservar su uso para ningún producto, puesto que no se sometió al proceso de “arancelización”.  Como se señaló en la respuesta a la pregunta 66, previo a la RU Chile ya tenía un arancel consolidado de 35% como única protección en frontera.
50. Para ampliar la información facilitada por las partes, en particular en el párrafo 154 de la Primera comunicación de Chile y en las Pruebas documentales 11 y 12 presentadas por la Argentina, ¿podría Chile facilitar la siguiente información adicional sobre las entradas totales de importaciones en Chile correspondientes a:
a) Productos incluidos en las partidas 1001.9000 (trigo) y 1101.0000 (harina de trigo o de morcajo) - Cuadros estadísticos diferenciados;
b) Períodos sobre los que ha de informarse:  2004 y 2005;
c) Frecuencia:  mensual y trimestral;
d) Unidades de medida:  en dólares EE.UU., en cantidades unitarias (equivalente de trigo) y en valores unitarios CIF de las importaciones (aproximación a los "precios de entrada");
e) Ordenación de los datos por principales orígenes de las importaciones.
Ver anexo CHL-18.
La fuente de información es www.odepa.gob.cl
51. Comportamiento de los indicadores de precios:  sin perjuicio de la posición de las partes sobre los períodos sobre los que se ha de informar, las series pertinentes de precios, los mercados de interés, la estacionalidad, etc., el Grupo Especial quisiera conocer mejor las cuestiones y parámetros de que se trata.  Para facilitar el examen de estos asuntos por el Grupo Especial sobre una base comparable, ¿podría Chile presentar los siguientes datos en un solo gráfico, indicando las fuentes y metodologías utilizadas para elaborar cada serie de datos:
a) Período sobre el que ha de informarse:  16 de diciembre de 2003 a 15 de diciembre de 2005;
b) Precios mayoristas chilenos;
c) Precios de referencia y piso de los precios aplicables durante el período;
d) En lo que respecta a los períodos comprendidos entre el 16 de diciembre y el 15 de junio:  cotizaciones diarias del Trigo Pan Argentino FOB puerto argentino;
e) En lo que respecta a los períodos comprendidos entre el 16 de junio y el 15 de diciembre:  cotizaciones diarias del trigo SRW Nº 2 FOB Golfo de México;
f) Precios de entrada en el territorio aduanero chileno (es decir, derechos pagados por el trigo y la harina de trigo)?
A continuación se presenta el gráfico solicitado, elaborado sobre la base de la información contenida en el anexo CHL-16.  Las fuentes de la información presentada en dicho anexo son las siguientes:
(1) Wholesale Market Price: precios mensuales del mercado mayorista de Santiago (www.odepa.gob.cl)
(2) Floor: piso establecido en la Ley 19.897 (US$128)

(3) Ceiling: techo establecido en la Ley 19.897 (US$ 148)
(4) Reference value: precio de referencia calculado en base  la Ley 19.897 y su Reglamento (ver respuesta 63).
(5) Argentine Trigo Pan: serie diaria de precios publicada por el SAGPyA.
(6) Soft Red Winter Nº 2: serie diaria de precios publicada por la Bolsa de Chicago.
(7) Law Specific Duty: derecho calculado como: (piso - precio referencia) x 1,06
(8) Law Rebate: rebaja calculada como: (precio de referencia - techo) x 1,06
(9) C.i.f. values: valores medios mensuales efectivos (US$/ton) de las importaciones chilenas de trigo de todos los orígenes (www.odepa.gob.cl ).
(10) Ad valorem duty: arancel NMF de 6%.
(11) Entry Price: precio de entrada calculado como: c.i.f x (1 + 6%) + derecho específico o rebaja arancelaria, cuando corresponda.
(12) Maximum rebate according to c.i.f.: máxima rebaja en US$/ton a descontar del pago de arancel ad valórem, para no superar el 6% sobre el precio c.i.f.
(13) Maximum Specific Duty to 31,5%: máximo derecho específico en US$/ton para no superar el 31,5%.
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52. En el párrafo 58 de su comunicación de réplica, Chile parece no compartir la opinión de la Argentina sobre el período más relevante para compilar los datos.  ¿Podría Chile indicar qué período considera relevante, de haber alguno en particular, para que el Grupo Especial examine los elementos de información relativos al funcionamiento del SBP?
La medida en discusión es el derecho específico o la rebaja o ninguno de ellos, que se establece mediante la Ley 19.897.  Para evaluar si esta medida ha recogido las conclusiones y recomendaciones del OSD respecto del SBP, lo correcto es, a juicio de Chile, analizar en primer lugar la estructura de dicha medida (que corresponde a un derecho de aduana propiamente dicho).  A continuación, si fuera necesario evaluar el efecto de la medida en el tiempo, se debe utilizar toda la información disponible del período en que ella ha estado vigente.  En otras palabras, desde el 16 de diciembre de 2003 hasta el último período disponible.
Si sólo se analizara el período en el cual el derecho específico aplicado fue positivo (i.e. desde el 16 de diciembre de 2004 hasta el 15 de abril de 2005) como sugiere Argentina, se estaría tomando información parcial sobre la medida para sesgar el análisis.  En tal caso, podría sostenerse que no existe la supuesta “variabilidad” del derecho alegada por Argentina dado que durante todo el periodo el derecho fue el mismo, o a lo sumo varió una vez (lo que tampoco constituiría lo que se ha llamado varibilidad de los derechos), cuando el derecho cambia de 0.0143 US$/kg a 0.0205 US$/kg el día 16 de febrero de 2005.
Además, si se acogiera la solicitud de Argentina respecto del “período relevante”, Argentina debería revisar sus argumentaciones -realizadas en contra del sistema en su conjunto- y acotar sus reclamaciones sólo a lo acontecido en el período que a juicio de ella es el “relevante” (i.e. el período en que el derecho específico fue positivo).
53. A la espera de recibir la información detallada que acaba de solicitar, el Grupo Especial ha examinado el gráfico presentado por Chile en el párrafo 154 de su Primera comunicación (Precio nacional e internacional del trigo (US$/ton), que se basa en datos mensuales).  En ese párrafo, Chile sostiene que el precio mayorista chileno del trigo ha variado y que "esa variación muestra grandes similitudes con la exhibida por el precio de exportación del trigo argentino, confirmando que el precio interno del trigo en Chile evidencia estar conectado con el mercado internacional del cereal".
a) ¿Cómo explica Chile el hecho de que durante los períodos marzo-abril de 2004;  mayo-octubre de 2004;  diciembre de 2004-marzo de 2005;  abril-junio de 2005;  julio-agosto de 2005;  y noviembre-diciembre de 2005, el precio nacional ha evolucionado de hecho en dirección opuesta al precio internacional?
A través del gráfico presentado por Chile en el párrafo 154 de la Primera Presentación Escrita, Chile demostró que las fluctuaciones de los precios internacionales a lo largo del tiempo se transmiten efectivamente a los precios domésticos.  La transmisión de precios es un fenómeno que debe observarse a lo largo de una serie de tiempo; por lo tanto no puede medirse por uno o por varios puntos aislados.  Además de considerar las diferencias en los costos de importación desde los distintos proveedores y las situaciones propias que determinan los precios en el mercado interno, un aspecto fundamental a destacar es que es los cambios en los precios internacionales necesariamente se verán reflejados en los precios internos con cierto rezago.

Dos precios que sí son comparables en el mismo momento del tiempo son los valores c.i.f. efectivos de las importaciones y los precios de entrada (c.i.f. más aranceles).  En todos los meses señalados se cumple que los valores c.i.f. y los precios de entrada se mueven en la misma dirección (ver anexo CHL-16).
b) ¿Cuáles podrían ser, en opinión de Chile, los factores que explicarían este hecho?
Como ya se señaló existen múltiples razones que pueden explicar por qué en un determinado momento del tiempo el precio internacional sube y el precio doméstico baja.  Entre ellas se puede mencionar:  rezago en la transmisión de precios, variación en el tipo de cambio, cambios en los costos de transporte, cambios en las tasas de interés, cambios en el costo de los seguros, cantidad y calidad del producto importado en un mes determinado, entre otros.
c) ¿Considera Chile que "las condiciones de competencia de las importaciones en relación con la producción nacional" podrían haberse visto "afectadas" durante al menos algunos de los períodos antes indicados, en particular cuando los precios internacionales bajaban mientras que los precios internos subían?  Sírvanse tener en cuenta a este respecto la declaración del Grupo Especial inicial que figura en el párrafo 7.44 de su informe sobre el asunto Chile - Sistema de bandas de precios.
Chile no considera que la competitividad de las importaciones en relación a la producción interna, se haya visto afectada en alguno de los periodos señalados en el literal a).
El párrafo 7.44 del Informe del Grupo Especial, citado en esta pregunta, trata sobre la falta de transparencia y previsibilidad en la determinación de los precios de referencia del SBP, previo a las modificaciones introducidas por la Ley 19.897 y su Reglamento.  Chile no encuentra la relación entre las constataciones que realizara el Grupo Especial en dicha oportunidad, respecto de los “mercados relevantes para Chile” y el tema central de esta pregunta; esto es, la existencia de transmisión de precios.
d) ¿Puede Chile contrastar las observaciones reproducidas en el preámbulo de esta pregunta con la declaración que hace en el párrafo 142 de su comunicación de réplica en el sentido de que "ya demostró que los precios de entrada del trigo en Chile siguen un comportamiento similar al exhibido por el precio internacional ... y que el régimen modificado permite que las variaciones en los precios externos sean transmitidas al mercado local"?  (sin cursivas en el original)
Las tendencias en los precios necesariamente deben evaluarse en base a una serie de precios, y no de acuerdo a situaciones puntuales que son, por definición, resultado de la coyuntura del momento, la que puede estar influenciada por numerosos factores (tipo de cambio, oferta interna, origen de las importaciones, cantidad y calidad de las importaciones, tasas de interés, costo del transporte, costo de los seguros etc.).  Lo anterior sin considerar el rezago de tiempo necesario para que los mercados domésticos sigan las tendencias de los precios internacionales.
En este contexto la afirmación de Chile respecto de la transmisión de los precios internacionales al mercado doméstico es totalmente válida, independiente que en determinados momentos puntuales el precio internacional de un mercado específico caiga y el doméstico suba, o viceversa.
54. ¿Puede Chile aclarar cuáles son los "gráficos presentados por la Argentina" a los que se refiere en el párrafo 103 de su Primera comunicación?
El párrafo 103 de la Primera Comunicación Escrita de Chile se refiere a los gráficos presentados por Argentina en los anexos ARG - 12 y ARG - 14.
El gráfico ARG - 12 y la tabla de datos en ARG - 11, corroboran la afirmación del párrafo 103 y la información contenida en la respuesta 58 de este cuestionario: los valores c.i.f. en todo el periodo están por encima del piso US$128, por lo tanto es imposible pretender que éste sea un valor indicativo del mercado doméstico, dado que tal valor no es ni siquiera cercano al valor que se transa el trigo en Chile.
55. Rogamos a Chile que indique cuál es la fuente de información del gráfico "Precio nacional e internacional del trigo" que figura en el párrafo 154 de su Primera comunicación.
Las fuentes de información son: ODEPA (www.odepa.gob.cl) para los precios domésticos del trigo (Precio Mercado Mayorista) y el la SAGPyA (www.sagpya.gov.ar) para los precios f.o.b. de trigo pan (Precios Oficiales o Precios Trigo Pan Fob Puerto Argentino).
ANEXO F-4*
RESPUESTAS DE CHILE A LAS PREGUNTAS FORMULADAS
POR LA ARGENTINA
1.
¿Puede Chile explicar qué quiso decir su Gobierno cuando, en el momento de presentarse a aprobación el proyecto de Ley 19.897, señaló lo siguiente:  "El Gobierno, a través de este proyecto, subsanó ... aspectos formales impugnados [por la OMC] protegiendo íntegramente el espíritu de las bandas ..."?
Distinto de lo que parece argumentar Argentina, Chile ha señalado que lo relevante en estos procedimientos no es la intención de las Partes ni menos lo señalado por sus autoridades
, sino la forma en que en la práctica se cumplen las recomendaciones y resoluciones del OSD.
Si bastara con las declaraciones de las autoridades, o incluso con el texto de las normas legales, no habría necesidad de recurrir a estos procedimientos, por cuanto de la tramitación de la ley y su texto resultaría evidente que se ha dado cumplimiento a las resoluciones y recomendaciones del OSD.  Es más, frente a tal análisis, los Miembros que implementaran medidas, sólo deberían “afirmar” que cumplen al modificar o dictar tales medidas, si ello fuera prueba para demostrarlo posteriormente. De hecho, cuando se observa el mensaje enviado por el Presidente de la República junto al proyecto de ley, en el mismo se señala dentro de sus objetivos la “adecuación a los principios establecidos en el fallo de la OMC”.  Asimismo, el mensaje al exponer sobre su contenido, establece que el proyecto efectúa los ajustes al SBP “que permitan su conformidad con las resoluciones y recomendaciones del Órgano de Solución de Diferencias de la OMC”.
No obstante, lo afirmado en el mensaje parece insuficiente.  Sin embargo, la pregunta permite resaltar en fondo y forma como Chile, en todo momento, ha tenido a la vista los requerimientos del OSD y la necesidad de modificar las bandas de precio de conformidad a lo resuelto por la OMC.  El pasaje citado responde a la intervención oral del entonces Ministro de Hacienda, Sr. Nicolás Eyzaguirre, en la sala del Senado el día 6 de agosto de 2003.
Para entender la cita, debe leerse en su contexto.  Basta revisar el párrafo inmediatamente anterior para comprender su alcance, donde el Sr. Ministro señala:  “En primer lugar, ¿por qué estamos  discutiendo esto? ¿porque hay un vacío legal que ha restado continuidad a la agricultura?  No.  ¿Por qué el gobierno tiene el propósito de cambiar las reglas del juego respecto de la agricultura? Tampoco.  Estamos discutiendo estas materias porque la Organización Mundial del Comercio objetó la forma de calcular las bandas de precios, su transparencia y los mecanismos de fijación.”

En contexto, la cita se explica por sí sola.  El Sr. Ministro expresaba la opinión del Gobierno, respecto de que los cambios introducidos por Chile corregían los aspectos, formales a su juicio, cuestionados por el OSD, pero conservaban el espíritu que motivaba la existencia de las bandas de precio en Chile:  otorgar una protección adicional al arancel ad valorem de 6% a ciertos productos agrícolas, pero a la vez, no otorgando una sobreprotección a los mencionados productos en perjuicio de los demás agentes económicos, a quienes eventualmente pudiera afectar esta protección.

No parece necesario profundizar en esta materia, pero la historia de la ley recoge múltiples declaraciones de autoridades de Gobierno, en que se reitera cómo los cambios efectuados por la Ley 19.897 cumplen con las recomendaciones y resoluciones del OSD.

Derechos de aduana propiamente dichos
2.
El Órgano de Apelación ha establecido que "... lo único que se exige es que los 'derechos de aduana propiamente dichos' se expresen en forma de 'tipos ad valorem o específicos'".  Además, el Órgano de Apelación ha establecido que "el hecho de que los derechos resultantes de la aplicación del sistema de bandas de precios de Chile adopten la misma forma que los 'derechos de aduana propiamente dichos' no implica que la medida en cuestión sea compatible con el párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura".
a) ¿La medida en cuestión es el SBP modificado, expresado en la Ley 19.897 y el Decreto 831/2003 y no los derechos resultantes, expresados en forma de tipos ad valorem o específicos?
b) Si la respuesta es afirmativa, sírvanse identificar cómo se expresa en forma de tipos ad valorem o específicos.
c) Si la respuesta es negativa, ¿cómo puede Chile afirmar que el SBP modificado es un derecho de aduana propiamente dicho?
Las citas al OA son la clave para comprender lo resuelto respecto del SBP y en definitiva para comprender cómo las modificaciones introducidas por la Ley 19.897 han cumplido a cabalidad con las resoluciones y recomendaciones del OSD.
El OA estableció que el SBP era una medida similar a las señaladas en la nota 1 del Artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura, pero previo a abordar la cuestión de cuánta o qué tipo de “similitud”, identificó con qué era necesario que el SBP fuera similar, concluyendo que el SBP sería similar a un gravamen variable a la importación y/o a un precio mínimo de importación.  Para determinar cuándo la medida era similar, el OA interpreta ambos términos utilizando las normas codificadas en la Convención de Viena debatiendo el sentido corriente de los términos en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin.

En el caso de los gravámenes variables, el OA concluye que lo que los diferencia de los derechos de aduana propiamente dichos es la variabilidad.  Sin embargo, esta característica por sí sola no es concluyente, ya que un “derecho de aduana propiamente dicho” también puede variar y de total conformidad con el artículo II del GATT 94, se puede establecer un derecho a la importación y modificar periódicamente el tipo del derecho aplicado (siempre que el tipo modificado se mantenga por debajo de los tipos consolidados en la Lista del Miembro).
  Esta modificación del tipo aplicado puede hacerse en cualquier momento, por ejemplo, a través de un acto del poder legislativo o del ejecutivo de un Miembro.
Para determinar qué tipo de variabilidad hace que un gravamen a la importación sea variable el OA examina el contexto inmediato de los demás términos de la nota 1 del artículo 4.2, concluyendo que una característica, al menos, de los gravámenes variables a la importación es el que la propia medida, como mecanismo, ha de imponer la variabilidad de los derechos.  La variabilidad será inherente a la medida si ésta incorpora un plan o fórmula que cause y garantice que los gravámenes se modifican de forma automática y continua.
Como señala el propio OA, “El poder legislativo puede variar el nivel al que se aplican los derechos de aduana propiamente dichos, pero no por eso serán variables estos derechos de forma automática y continua.  Si se trata de un derecho de aduana propiamente dicho, para variar el tipo aplicado será siempre necesario un acto legislativo o administrativo específico mientras que el sentido corriente del término variable implica que no se necesita tal acto.”

Además, el OA agregó que la presencia de una fórmula que haga automática y continua la variabilidad de los derechos era una condición necesaria, pero de ningún modo suficiente, para que una medida particular sea un gravamen variable a la importación, indicando que hay características adicionales que socavan el objeto y fin del artículo 4, entre las que el OA incluye la falta de transparencia y la falta de previsibilidad del nivel de los derechos que resultarán de la aplicación de estas medidas, las que pueden restringir el volumen de las importaciones.
Respecto de los precios mínimos de importación, la conclusión del OA es similar a lo señalado precedentemente, salvo por el hecho de que los sistemas de precios mínimos de importación generalmente funcionan en relación con el verdadero valor de transacción de las importaciones.

Continuando su análisis, el OA se abocó a establecer si el SBP era similar a las medidas enunciadas en la nota 1 del artículo 4.2, concluyendo que tal labor había de abordarse de forma empírica”
 y observa que todas las medidas aplicadas en frontera a que alude la nota 1 tienen en común:

· el objeto y fin de restringir los volúmenes y distorsionar los precios de las importaciones de productos de forma distinta de la forma en que lo hacen los derechos de aduana propiamente dichos.
· que aíslan los precios internos de la evolución de los precios internacionales e impiden así, la transmisión de los precios del mercado mundial al interno.
No obstante, ello no es suficiente.  Para ser “similar”, el SBP en su configuración fáctica concreta, ha de tener suficiente semejanza o parecido (resemblance or likeness to), o ser "del mismo carácter o tipo (of the same nature or kind), con al menos una de las categorías específicas de medidas enumeradas en la nota 1.
El OA concuerda con la opinión del Grupo Especial de considerar el SBP una medida similar a los gravámenes variables a la importación y los precios mínimos de importación, pero discrepa de la importancia que éste atribuyó a la cuestión de si las bandas de precios estaban relacionadas, o no, con precios indicativos nacionales o precios del mercado interno.
Para evaluar las bandas de precios hay que tener en cuenta otros factores distintos de los precios del mercado mundial, donde el OA destaca el descarte de los precios comprendidos dentro del 25% de valores más altos así como el 25% más bajo de los precios mundiales de los cinco últimos años, así como la forma carente de transparencia y previsibilidad en que se convierten a una base c.i.f. los "precios f.o.b. más alto y más bajo" que se hayan establecido, añadiéndoles los "costos de importación".
Además, el OA considera que la forma en que se determinan los demás elementos esenciales del SBP en Chile, es decir, los precios de referencia, presentaban insuficiencias similares en los siguientes aspectos:
· El precio de referencia se establecía en forma semanal de forma que no era ni transparente ni previsible.
· En ninguna disposición legislativa o reglamentaria se detallaba cómo se seleccionan los “mercados relevantes” internacionales y las “calidades de interés”.

· El proceso de selección de los precios de referencia no era transparente y tampoco era previsible para los comerciantes.

· Se aplicaba el mismo precio de referencia semanal a las importaciones de todas las mercancías incluidas en la misma categoría de productos, con independencia del origen de las mercancías y del valor de transacción.
· Se suma que, a diferencia del promedio de los precios mensuales durante cinco años que se utiliza para calcular las bandas de precios anuales de Chile, el precio más bajo en un “mercado de interés” que se usa para determinar el precio de referencia semanal no se ajusta para tener en cuenta los “costos de importación” y por eso no se convierte de una base f.o.b. a una base c.i.f.
Para el OA, aunque haya algunas diferencias entre el SBP y las características de los precios mínimos de importación y los gravámenes variables a la importación, la forma en que estaba diseñado el sistema y la forma en que operaba de acuerdo con su naturaleza general eran suficientemente “similares” a las características de las medidas prohibidas para hacer que el sistema de bandas, con sus características particulares, fuera una “medida similar aplicada en la frontera” según los términos de la nota 1 al párrafo 2 del artículo 4, ello aunque los derechos resultantes de la aplicación del SBP adoptaran la misma forma que los “derechos de aduana propiamente dichos”.
Como Chile ha reiterado a lo largo de estos procedimientos, bajo el SBP no existía un derecho específico a ser aplicado sino que un sistema que descansaba fundamentalmente en 3 parámetros: la fecha de embarque de las mercancías, el precio de referencia fijado por Aduanas y la tabla de derechos y rebajas asociada al precio de referencia de la fecha de embarque.

La conjugación de estos factores determinaba en definitiva el derecho a ser percibido, el cual podía variar de una operación a otra, con lo que dos operaciones arribadas el mismo día podían estar sujetas a derechos distintos.  Además, dado que los derechos asociados a los precios de referencia se fijaban una vez al año, en tanto que los precios de referencia eran publicados de manera semanal, el precio se iba ajustando al piso de la banda.

El resultado de lo anterior era la aplicación de derechos bajo el SBP que variaban de forma automática y continua, sin la intervención de un acto del poder ejecutivo o legislativo.  Pero además de la variabilidad, condición necesaria aunque no suficiente, el OA se pronunció sobre las otras características del SBP que lo hacían similar a las medidas de la nota 1, las que se caracterizaban por su falta de transparencia y previsibilidad.
Los cambios introducidos por la Ley 19.897 modificaron sustancialmente el funcionamiento de las bandas de precio en Chile, incorporando todas las recomendaciones y resoluciones del OSD.

Se eliminó la variabilidad de los derechos.  Actualmente los derechos ya no se ajustan de manera automática y continua, sino que son el resultado de un acto de la autoridad, el que fija el monto de un derecho específico o una rebaja al pago del arancel, con lo que bajo la vigencia de un derecho específico, no es posible que distintas operaciones estén sujetas a distintos derechos: el derecho es siempre el mismo, en tanto no se modifique por acto de la autoridad.
Al ser la previsibilidad condición necesaria, bastaría con ello para establecer la compatibilidad de la Ley 19.897 con la OMC.  No obstante, si aun ello no fuera suficiente, la Ley 19.897 toma además todos los elementos identificados por el OA que hacían el SBP una medida similar a las de la nota 1 del artículo 4.2. y los corrige en los términos señalados por el fallo del OA.
Si de acuerdo al OA, para ser “similar”, el SBP en su configuración fáctica concreta, debía de tener suficiente semejanza o parecido (resemblance or likeness to), o ser "del mismo carácter o tipo (of the same nature or kind), con al menos una de las categorías específicas de medidas enumeradas en la nota 1, es natural que al eliminarse todas las características identificadas por el OA, la Ley 19.897 deja de ser una medida similar, ya que pierde la suficiente semejanza o parecido, deja de ser del mismo carácter o tipo.
3.
¿En qué parte del texto de la Ley 19.897 y el Decreto 831/2003 pueden encontrarse los tipos ad valorem o específicos (excluidos los derechos resultantes)?
El párrafo 1 del artículo 1 de la ley 19.897 señala:
“Establécense derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América, por unidad arancelaria y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, los que podrán afectar la importación de trigo, harina de trigo y azúcar, en la forma prevista en la presente ley.”

Como reiteradamente se ha señalado, bajo la OMC los derechos de aduana aplicados a las mercancías importadas, pueden ser ad valorem (un porcentaje del valor) o específicos (por ejemplo, 7 dólares por 100 kg).  En ambos casos, la imposición de derechos arancelarios sobre un producto importado supone una ventaja de precio para el producto nacional similar y constituye para el Estado una forma de obtener ingresos. 

Con los cambios aplicados por la Ley 19.897, las importaciones de trigo y harina de trigo están sujetas al pago de un derecho específico en dólares por tonelada, en términos idénticos a lo señalado en la descripción que efectúa el glosario de términos de la OMC.

La referencia que efectúa Argentina a los derechos resultantes, como se indica en la pregunta anterior, está fundada en las conclusiones del OA y se relaciona más bien con la forma en que operaba el SBP, que llevaba a percibir derechos que en definitiva no eran derechos de aduana propiamente dichos.  Bajo la Ley 19.897, se aplica un derecho específico fijado por decreto supremo del Ministro de Hacienda aplicable a  toda operación de importación, el cual sólo puede ser modificado mediante un nuevo acto de la autoridad.

4.
El Órgano de Apelación ha establecido que "los derechos de aduana propiamente dichos [no tienen] relación con un plan o fórmula anterior".  Está claro que el SBP modificado, que es la medida en cuestión, tiene entre otras características la de aplicar una fórmula.  Por consiguiente, ¿cómo puede Chile argumentar que el SBP modificado es un derecho de aduana propiamente dicho?
Como se indica en la respuesta a la pregunta Nº 2, la Ley 19.897 eliminó la aplicación de una fórmula para determinar los derechos resultantes de las bandas de precio, estableciendo un derecho específico en dólares por tonelada, determinado bimestralmente por el Ministro de Hacienda, mediante Decreto Supremo.

Este derecho específico cumple con todas las condiciones de los derechos de aduana propiamente dichos.  La confusión de Argentina se origina en el hecho de que la Ley 19.897 conservó denominaciones existentes bajo el SBP como los precios de referencia, precios piso y techo y la existencia de mercados relevantes.  Sin embargo, estos elementos ya no son parte de un sistema para determinar el derecho resultante en términos de una fórmula como concluyera el OSD, sino que ahora funcionan como parámetros que permiten a la autoridad administrativa determinar el margen de protección para el trigo y la harina de trigo, a través del establecimiento de un derecho específico determinado (o de rebaja en su caso).

Bajo la Ley 19.897, los parámetros no son parte del sistema o fórmula como lo eran bajo el SBP, sino que son elementos que permiten eliminar la discrecionalidad de las autoridades de Chile para establecer la carga arancelaria del trigo y la harina de trigo, con la limitante de que la mencionada carga arancelaria nunca podrá sobrepasar el arancel consolidado por Chile ante la OMC.

5.
En el párrafo 2 de su declaración oral, Chile reconocía que el SBP modificado es un "mecanismo".  ¿Cómo puede Chile explicar que el SBP modificado, que es la medida en cuestión y no los derechos resultantes, se expresa en forma de tipos ad valorem o específicos?
El párrafo 2 señala solamente que no procede comparar el SBP con la Ley 19.897, por cuanto se trata de dos mecanismos totalmente diferentes.  A Chile no le resulta extraño utilizar la palabra mecanismo en ese contexto, e incluso estaría de acuerdo de que existen mecanismos que permiten la percepción de los derechos de aduana propiamente dichos.

No obstante, de lo anterior no se puede concluir, como lo hace Argentina, que Chile reconozca que aplica un mecanismo y por tanto una medida similar al SBP.  Chile ha fijado claramente su posición a lo largo de la controversia y espera que el análisis de compatibilidad de la Ley 19.897 sea técnico y riguroso.
Si la mención al mero uso de términos pudiera ser utilizado como prueba en estos procedimientos, las conclusiones del Panel debieran ser concluyentes a favor de la posición de Chile.  En primer lugar, porque la sola lectura del párrafo 2 permite concluir que Chile no utiliza el término “mecanismo” en los términos que plantea Argentina.  Pero además, porque si se utiliza el mismo parámetro, no hay controversia en estos procedimientos, por cuanto Argentina a lo largo de todas sus actuaciones siempre se ha referido a los derechos específicos aplicados por Chile.  Sólo a modo de ejemplo, en su primera presentación escrita, utilizó tal expresión para referirse a los derechos bajo la Ley 19.897 en más de cuarenta oportunidades (i.e. párrafos 99, 105, 109, 123, 126, 133, 134, 135, 136, 138, 139, 140, 149, 150, 151, 152, 154, 155, 156, 165, 171, 174, 175, 176, 177, 179, 181, 182, 197, 206, 209, 212, 213, 224, 226, 228, 231, 250, etc.)

Párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura
6.
¿Qué significado tienen para Chile los términos "... ningún Miembro mantendrá ... medidas del tipo de las que se ha prescrito se conviertan en derechos de aduana propiamente dichos ..."?
No es necesario elaborar una interpretación respecto de esta disposición, puesto que el Órgano de Apelación estableció un análisis interpretativo general del párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura, el que consta en los párrafos 204 a 217 de su Informe, informe que fue adoptado por los Miembros de la OMC, entre ellos Chile, constituidos como Órgano de Solución de Diferencias.  En consecuencia, allí consta el significado de los términos de dicha disposición.

7.
Chile ha afirmado que "... [a] lo único a que está obligado [un Miembro de la OMC] es a respetar sus compromisos, es decir, no sobrepasar el nivel arancelario consolidado".
  Además, Chile ha afirmado que "... cualquier Miembro de la OMC puede hacer lo que quiera mientras no supere el nivel de sus compromisos consolidados".

a) ¿Cuál considera Chile que es el objeto y fin del párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura?
El objeto y fin del artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura es exigir a los Miembros que no mantengan, adopten ni restablezcan ciertos tipos de medidas para aplicar en sus compromisos en materia de acceso a los mercados a las importaciones de productos agropecuarios.  Esta disposición se aplica a las medidas del tipo de las que se ha prescrito se conviertan en derechos de aduana propiamente dichos.  La nota 1 a dicha disposición contiene una lista ilustrativa de aquellas medidas.

Entonces el artículo 4.2 (complementado por su nota 1) tiene por objeto prohibir medidas que restringen los volúmenes y distorsionan los precios de las importaciones de productos agropecuarios de forma distinta de la forma en que lo hace un derecho de aduana propiamente dicho.  Estas medidas que prohíbe el artículo 4.2 tienen también en común que aíslan los precios internos de la evolución de los precios internacionales e impiden la transmisión de los precios del mercado mundial al mercado interno.

b) ¿Considera Chile que el párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura establece la obligación de no superar el nivel consolidado de los aranceles?
La obligación de no exceder el nivel consolidado en la lista respectiva está en el Artículo II.1 del GATT de 1994.

c) ¿Considera Chile que una medida, aunque no supere el nivel consolidado de los aranceles, puede no obstante infringir el párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura?
El Órgano de Apelación constató que ninguna disposición del párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura sugiere que una medida prohibida por esa disposición (distinta de un derecho de aduana propiamente dicho) se vuelve compatible con ella si se aplica con un tope.
  Como consideración adicional a esta respuesta, los derechos específicos (o rebajas) aplicados de conformidad con la Ley 19.897 constituyen derechos de aduana propiamente dichos.

8.
El Órgano de Apelación ha establecido que:
"Los 'gravámenes variables a la importación' tienen características adicionales que socavan el objeto y fin del artículo 4 ... .  Entre estas características adicionales se incluye la falta de transparencia y la falta de previsibilidad del nivel de los derechos que resultarán de la aplicación de estas medidas."

Además, el Órgano de Apelación ha establecido que:
"... también es relevante para los comerciantes la falta de transparencia de ciertas características del sistema de bandas de precios de Chile;  la imprevisibilidad del nivel de los derechos ...  Estas características específicas del sistema de bandas de precios de Chile impiden un mayor acceso a los mercados para las importaciones de productos agropecuarios, en contradicción con el objeto y fin del artículo 4."

Chile ha afirmado que "... al analizar los gravámenes variables, el Órgano de Apelación señaló que tienen características adicionales (además de la variabilidad de los derechos), entre ellas la falta de transparencia y de previsibilidad".


a)
¿Considera Chile que la transparencia y la previsibilidad son características inherentes a los gravámenes variables a la importación?

b)
¿Considera Chile que los gravámenes variables a la importación son incompatibles con el párrafo 2 del artículo 4?

c)
¿La transparencia y la previsibilidad son requisitos que establece el párrafo 2 del artículo 4?  Sírvanse explicar su respuesta.

d)
¿Tienen algún significado la transparencia y la previsibilidad en el marco del párrafo 2 del artículo 4?
La respuesta es común a las preguntas a), c) y d).  Chile dio cumplimiento a las recomendaciones y resoluciones del OSD, mediante la dictación de la Ley 19.897 y su reglamento y para ello se  tomó en especial consideración las constataciones formuladas en el Informe del Órgano de Apelación que se contienen en aquel pronunciamiento del OSD.  En consecuencia, la respuesta a las inquietudes de Argentina sobre la ‘transparencia’ y la ‘previsibilidad’ se encuentran en el Informe adoptado de dicho Órgano.

Respecto de la respuesta a la pregunta 8.b):  Para Chile, un gravamen variable a la importación es una categoría de medida identificada en la Nota 1 al artículo 4.2  del Acuerdo sobre la Agricultura.

9.
¿La aplicación de una medida en la frontera carente de transparencia y previsibilidad a las importaciones de productos agrícolas puede ser compatible con el párrafo 2 del artículo 4?
El Órgano de Apelación se refirió a la transparencia y previsibilidad en la forma como se determinaban los derechos de acuerdo con ciertas características específicas del SBP entonces analizado, “tomando como base la particular configuración e interacción” de todas ellas.  El Órgano de Apelación al evaluar ese SBP indicó que ninguna característica tenía un valor determinante para decidir si una medida específica generaba condiciones de acceso al mercado carentes de transparencia y previsibilidad
.
Chile corrigió esas particulares características y hoy la aplicación de derechos específicos (o rebajas), según la actual medida, está muy lejos de ser poco transparente o poco previsible.

10.
¿Considera Chile que la falta de transmisión de la evolución de los precios internacionales es una característica que hace la aplicación de una medida en la frontera a las importaciones de productos agrícolas incompatible con el párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura?  En caso negativo, sírvanse explicarlo.

La explicación la entregó el propio Órgano de Apelación al indicar que las medidas a que se refiere el artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura “tienen en común también que aíslan los precios internos de la evolución de los precios internacionales e impiden, así, la transmisión de los precios del mercado mundial al mercado interno”
.
Piso y techo del SBP
11.
¿Cómo transmiten el piso y el techo de la banda de precios la evolución de los precios internacionales si son fijos?
Los valores piso y techo de la Ley 19.897 tienen la única finalidad de permitir el cálculo de derechos y rebajas arancelarias.  El hecho que sean valores fijos no impide la transmisión de precios  internacionales, porque es la manera en que se determinan los derechos y las rebajas arancelarias la que permite la transmisión de precios.
12.
¿Sobre qué base ha establecido Chile el valor del piso en 128 dólares de los Estados Unidos por tonelada?
La determinación del valor piso corresponde a lo que señala la Ley 19.897, que establece que “se considerarán los valores piso y techo utilizados para el trigo y el azúcar, en la elaboración de los decretos exentos del Ministerio de Hacienda N° 266 y N° 268, publicados en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada”.

El detalle de la obtención del valor US$128 se encuentra en la respuesta a la pregunta 52 de las Preguntas del Panel a las Partes.

13.
¿Sobre qué base ha establecido Chile el valor del techo en 148 dólares de los Estados Unidos por tonelada?

La determinación del valor techo corresponde a lo que señala la Ley 19.897, que establece que “se considerarán los valores piso y techo utilizados para el trigo y el azúcar, en la elaboración de los decretos exentos del Ministerio de Hacienda Nº 266 y Nº 268, publicados en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada”.

El detalle de la obtención del valor US$148 se encuentra en la respuesta a la pregunta 52 de las Preguntas del Panel a las Partes.

14.
¿Sobre qué base se ha establecido el factor fijo 0,985?
El factor 0.985 corresponde a una reducción de 1,5%.  Chile estimó que, además de las modificaciones necesarias para cumplir con las recomendaciones y resoluciones del OSD, era conveniente la disminución gradual de la protección adicional, al arancel ad valorem de 6%, que otorga la Ley 19.897 al trigo y la harina de trigo.  En ese contexto se estimó que una reducción de 1,5% era adecuada.
15.
¿De qué forma permite el factor fijo 0,985 la transmisión de las fluctuaciones de los precios internacionales?
La reducción de los valores piso y techo en un 1,5% a partir de 2008 no tiene como finalidad, ni tiene relación con la transmisión de precios internacionales.  Es simplemente la forma que se consideró adecuada para disminuir gradualmente la protección al trigo y a la harina de trigo.
Precio de referencia
16.
¿Cómo puede Chile afirmar que los precios de referencia reflejan plenamente las evoluciones de los precios internacionales cuando para fijarlos sólo se tienen en cuenta los precios registrados en 90 de los 365 días del año?

Los precios de referencia son parámetros que permiten determinar el nivel de derechos o rebajas.  Éstos se determinan 6 veces al año por lo tanto sólo se requiere recurrir a estos valores igual número de veces.  El promedio de 15 días corridos es un buen reflejo del nivel de los precios internacionales al momento de ser necesario establecer un derecho o rebaja.  Para un mejor entendimiento al respecto ver la respuesta a la pregunta 12.c de las Preguntas del Panel a las Partes.
17.
En lo que respecta a la transparencia y previsibilidad de los precios de referencia:
Los artículos 7 y 8 del Decreto 831/2003 establecen que el precio de referencia para el trigo será el resultado que corresponda al promedio de los precios FOB diarios de, entre otros, el "Trigo Pan Puerto Argentino" durante un período de 15 días contados hacia atrás desde el día "10" del mes en que se publicará el respectivo decreto.
  En su réplica, Chile aclaró que la fuente de los precios diarios FOB del "Trigo Pan Puerto Argentino" era la SAGPyA (fuente oficial de la Argentina).

Durante la audiencia, por otro lado, el delegado chileno de ODEPA pareció reconocer que la SAGPyA no publica los precios del "Trigo Pan Puerto Argentino", bajo esa denominación concreta, sobre una base diaria.  La Argentina ha argumentado que el único "precio FOB Trigo Pan" que la SAGPyA publica sobre una base diaria es el "Precio FOB Oficial" y, por consiguiente, hay una incongruencia entre lo que el Decreto establece y lo que la SAGPyA publica sobre una base diaria.  El delegado chileno de ODEPA pareció reconocer que, en efecto, ODEPA basa el promedio del precio FOB del "Trigo Pan Puerto Argentino" en el "Precio FOB Oficial" diario de la SAGPyA.  Además, Chile ha presentado dos pruebas documentales (las Pruebas documentales 12 y 14) que sólo contienen promedios mensuales.


a)
¿Considera Chile que la SAGPyA publica el precio FOB del "Trigo Pan Puerto Argentino" sobre una base diaria?  ¿Podría presentar pruebas?

b)
¿Basa ODEPA su precio FOB del "Trigo Pan Puerto Argentino" en el "Precio FOB Oficial" diario de la SAGPyA?

c)
Si la respuesta es afirmativa, ¿hay una incongruencia entre lo que el Decreto dice que es la base para el cálculo del precio de referencia y lo que la SAGPyA publica?

d)
¿Considera Chile que, si un exportador consulta el sitio Web de la SAGPyA, podrá encontrar los precios FOB del "Trigo Pan Puerto Argentino" bajo esa denominación concreta?

En la audiencia Chile explicó que el SAGPyA publica los valores oficiales del Trigo Pan con dos nombres: “Precio Oficial” y “Precio Puertos Argentino”.  Para mostrarlo entregó dos anexos (CHL‑12 y CHL-14) con series de precios mensuales que ocupan ambos nombres.
Respuesta a a)

Sí.  El SAGPyA a través de la Dirección de Mercados Agroalimentarios (DIMEAGRO) publica diariamente la “información diaria de cotizaciones” del Trigo Pan “Fob Puertos Argentinos”.  Esta cotización corresponde al “Precio Oficial” que publica en la sección de precios internacionales.  El anexo CHL-17 contiene una impresión de la información que proporciona DIMEAGRO.
La información también puede bajarse directamente de las siguientes páginas web:
www.sagpya.mecon.gov.ar/new/0-0/programas/dma/Cartilla_Granos/01_cartilla_actual.php
www.sagpya.mecon.gov.ar/new/0-0/agricultura/diario/cartilla.XLS
Adicionalmente, el anexo CHL-17 presenta una impresión de la página web de la Bolsa de Cereales de Buenos Aires con los precios diarios del trigo para el mes de Julio de 2006 con el nombre “cotizaciones FOB Puertos Argentinos”.  Esta información tiene como fuente el SAGPyA y es idéntica a la proporcionada por Argentina en el anexo ARG - 32.  La información puede obtenerse en la siguiente página web:

www.bolcereales.com.ar/precios.asp?idioma=esp
Respuesta a b)
Chile recurre a la fuente oficial que es el SAGPyA.  Dados los antecedentes anteriores queda demostrado que el Precio Oficial corresponde a la cotización del Trigo Pan “Fob Puertos Argentinos”.
Respuesta a c)
No, en consideración a la evidencia presentada.  El hecho que existan dos nombres para la misma serie de precios no hace inconsistente al Decreto.
Respuesta a d)
Sí.
Gravámenes variables a la importación
18.
Chile ha indicado que "La Ley 19.897 eliminó el componente de variabilidad.  Actualmente el derecho específico se fija a través de una disposición legal que adopta la forma de un decreto del Ministerio de Hacienda ... ."

La Ley 19.897 establece en su parte pertinente que "[d]eberán establecerse ... derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 128 dólares para el trigo ... en el caso de la harina de trigo, se aplicarán los derechos y rebajas determinados para el trigo multiplicados por el factor 1,56" (sin cursivas en el original).  A su vez, el artículo 13 del Decreto 831/2003 dice lo siguiente:  "En cada decreto supremo dictado en conformidad al presente reglamento deberán establecerse ... derechos específicos, cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso ..." (sin cursivas en el original).

La Argentina ha aducido que la Ley 19.897 y el Decreto 831/2003 hacen obligatorio que se establezcan derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al piso de la banda de precios y que expresiones del tipo "deberán establecerse" y "se aplicarán" significan que cuando el precio de referencia es inferior al piso de la banda de precios la aplicación de derechos específicos será obligatoria y automática.  Por consiguiente, el SBP se aplica de modo automático, inmediato e indefectible.


a)
¿Dispone el Ejecutivo de Chile de capacidad discrecional para no imponer derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al piso de la banda de precios (hoy 128 dólares de los Estados Unidos)?

b)
Si la respuesta es afirmativa, ¿podría Chile explicar qué capacidad discrecional tiene el Ejecutivo de Chile?

c)
Si la respuesta es negativa, ¿está de acuerdo Chile en que el SBP modificado prevé la "presencia de una fórmula que haga automática ... la variabilidad de los derechos"
?
En la respuesta a la pregunta 2 de la Argentina, Chile ha indicado cual es el contenido y alcance de la variabilidad de los derechos y cómo ella ha sido eliminada bajo la Ley 19.897.
Adicionalmente, en la respuesta a la pregunta 6 del Grupo Especial, Chile ha desarrollado su postura respecto de la obligatoriedad o discreción de las normas bajo la Ley.  En este punto, además de señalar que ello no parece estar dentro del análisis del OA, también ha indicado que la redacción de las normas está referida a la manera en que se redactan las normas legales en Chile, más que a una consideración respecto de las obligaciones de Chile bajo las recomendaciones y resoluciones del OSD.

Para Chile, la intención de la norma legal ha sido la de proporcionar un margen adicional de protección para el trigo y la harina de trigo (adicional al arancel ad valorem) cuando se den los requisitos y condiciones que la ley señala, los que pueden llevar incluso a un reducción del pago del arancel cuando no se requiera de esta protección.

Más aun, incluso aceptando el enfoque de Argentina, si analizamos la simple redacción de la norma citada, se debe llamar la atención al primer párrafo del Artículo 1 de la Ley que, a pesar de lo que Argentina plantea, señala “Establécense derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América, por unidad arancelaria y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, los que podrán afectar la importación de trigo, harina de trigo y azúcar, en la forma prevista en la presente ley.”

Cálculo de los derechos resultantes
19.
En el SBP modificado se magnifica el derecho específico a causa de la introducción de un multiplicador consistente en la unidad (1) más el derecho general ad valorem en vigor.  ¿Qué propósito tuvo añadir este nuevo coeficiente?

Para la determinación del derecho específico en el SBP se consideraban una serie de costos fijos y variables que intervenían en un proceso normal de importación incluyendo el arancel general ad valorem.  Como una forma de transparentar y hacer más previsible la determinación del derecho en la ley 19.897 se excluyeron del cálculo del derecho todos estos costos a excepción del arancel general, por tratarse este de un valor conocido.  Así en el Reglamento de la ley, se estableció la siguiente fórmula para el cálculo del derecho específico:

DE = (1 + 0.06) * (FOB piso - FOB pr)

Cabe mencionar, que a partir de esta expresión se deduce que el derecho específico de la política chilena actual es menor para cualquier precio de referencia, dado que en su determinación sólo se incluye el arancel general ad valorem y se excluyen todos los demás costos variables que eran parte del SBP.
Para mayor detalle de esta expresión, ver respuesta de Chile a la pregunta 5.(c) del Grupo Especial.

Mandato
20.
En el asunto Corea - Productos lácteos el Órgano de Apelación estableció lo siguiente:  "Por 'alegación' entendemos la afirmación de que la parte demandada ha vulnerado una determinada disposición de un acuerdo determinado, o ha anulado o menoscabado las ventajas dimanantes de esa disposición."

En el párrafo 7 de su declaración oral, Chile afirma que ha aplicado el enfoque del asunto Corea - Productos lácteos para mostrar que el argumento de la Argentina con respecto al factor 1,56 es una "alegación independiente".

En el párrafo 184 de su réplica, Chile ha aclarado que argumenta que la alegación de la Argentina es que:  "El factor 1,56 ... aísla al precio de entrada de la harina de trigo de la evolución de los precios internacionales."

a)
¿Puede Chile identificar la disposición supuestamente infringida en la pretendida alegación de la Argentina con respecto al factor 1,56?

b)
¿Ha identificado la Argentina alguna disposición de algún acuerdo concreto que haya sido infringida por el aislamiento del precio de entrada de la harina de trigo de la evolución de los precios internacionales mediante el factor 1,56?

c)
¿Ha identificado la Argentina por separado la alegación con respecto al factor 1,56 en su solicitud de establecimiento de un grupo especial de conformidad con el párrafo 5 del artículo 21 del ESD?
21.
En su declaración oral (párrafo 9) Chile afirma que "... la base de aplicación del factor ... era el propio SBP ...".  No está en discusión que el SBP modificado es una nueva medida.  ¿Está de acuerdo Chile en que el SBP modificado ha cambiado:


a)
cómo se establece el piso de la banda de precios;

b)
cómo se calculan los precios de referencia;

c)
cómo se calculan los derechos específicos?
22.
Si las respuestas a las preguntas anteriores son afirmativas, ¿está de acuerdo Chile en que la base para la aplicación del factor 1,56 ha cambiado con respecto a la medida inicial?  Si las respuestas son negativas, sírvanse explicar cómo podría ser entonces conforme el SBP con el párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura.
23.
Si la respuesta a la pregunta 21 es afirmativa, ¿por qué no puede la Argentina plantear el argumento con respecto al factor 1,56 en el procedimiento planteado de conformidad con el párrafo 5 del artículo 21 si la base para su aplicación ha cambiado?
Respuesta a preguntas 20 a 23:

Es Argentina quien ha alegado que el factor 1.56 aplicado no cumpliría con las obligaciones que a Chile le incumben en la OMC.  Chile, al afirmar que esta es “una alegación independiente”
 de Argentina, sólo enfatizó el hecho que Argentina no cuestionó este factor en los procedimientos del Grupo Especial inicial y que es allí donde debía haberlo formulado, por lo que ahora este asunto se encuentra fuera de los términos de referencia en el presente procedimiento tal como Chile lo ha demostrado en su segunda presentación escrita (dúplica)
.

Chile, en cumplimiento de las recomendaciones y resoluciones del OSD, implementó una nueva medida (Ley 19.897 y su reglamento) con sus parámetros para establecer y fijar derechos específicos (o sus rebajas).

Si Argentina no reclamó oportuna y adecuadamente sobre el factor 1.56, tanto al Grupo Especial original como al Órgano de Apelación no les cabía pronunciarse sobre el particular, circunstancia que determina que Chile debe implementar sus medidas de conformidad observando lo resuelto y aprobado por el OSD, modificando lo que debía modificar y sin modificar lo que no estaba obligado a modificar.
Así se reconoce por el Órgano de Apelación en la diferencia CE - Ropa de cama (21.5 India) al indicar que “la India trata de impugnar un aspecto de la medida inicial que no se ha modificado y que las Comunidades Europeas no tenían que modificar para cumplir las recomendaciones y resoluciones del OSD de poner esa medida en conformidad con las obligaciones que les correspondían en el marco de la OMC.”

Precios mínimos de importación
27.
La Argentina ha argumentado que el SBP modificado es una medida similar a un precio mínimo de importación.  Chile se ha opuesto insistentemente a esa declaración.  En este sentido, ¿podría Chile explicar qué quiso decir el Ejecutivo de Chile cuando, en el momento de proponer la aprobación del proyecto de Ley 19.897 declaró lo siguiente:
"... Quiero llamar la atención de los señores parlamentarios sobre un hecho que no ha sido destacado o resaltado suficientemente en este debate.  Con este proyecto (Ley 19.897) le estamos fijando -no estabilizando- un precio ... al trigo, que se mantiene invariable durante cuatro años, independientemente de las fluctuaciones de los mercados internacionales... La seguridad de precios no es solamente por cuatro años, sino hasta el año 2014 ..." (sin negritas en el original).

La referencia efectuada por Argentina debe ser entendida en el contexto del debate y la discusión efectuada durante la tramitación de la ley.
El análisis de similitud de la ley 19.897 con un precio mínimo de importación, no debe ser hecho a la luz de una declaración aislada o descontextualizada, sino que en relación a su funcionamiento, o al menos, frente a lo señalado por el Poder Ejecutivo en su mensaje cuando envía el proyecto para la tramitación ante el Congreso.  Sin embargo, Argentina no ha logrado demostrar que en la práctica la Ley 19.897 establezca un precio mínimo o al menos sea una medida similar a un precio mínimo, como tampoco hace referencia alguna al mensaje que inspira el proyecto, el que por el contrario, es reiterativo en afirmar que su objeto era adecuar la legislación sobre bandas de precio a las resoluciones y recomendaciones de la OMC.

Más aún, si Argentina comprendiera a cabalidad los cambios introducidos por la Ley 19.897, no podría sino concluir que la afirmación que Argentina cita en esta pregunta es técnicamente errónea.
* El anexo F-3 contiene las respuestas de Chile a las preguntas formuladas por el Grupo Especial.  Este texto fue presentado inicialmente por Chile.


� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 288 a).





� Informe del Grupo Especial (21.5) en CE - Ropa de Cama (WT/DS141/RW) párrafo 6.43





� Informe del Grupo Especial (21.5) en EE.UU. - Medidas Compensatorias sobre ciertos productos de la CE (WT/DS212/RW) párrafo 7.74.





� 93.	Sin embargo, bajo la Ley 19.897, el derecho específico (o la rebaja o ninguno de los dos) es establecido, por mandato legal, mediante decreto del Ministro de Hacienda y permanece inalterado por un período de dos meses, durante el cual ese derecho específico es aplicable a toda operación de importación, sin variación alguna y sin importar el precio de la transacción, en tanto no se dicte un nuevo acto administrativo que lo modifique o deje sin efecto.





� 101.	En su primera comunicación, Chile señaló cómo bajo los cambios introducidos por la Ley 19897, los derechos específicos que se aplican, requieren de un acto administrativo específico que los establezca y en tanto este acto no se produzca el derecho no varía su cuantía.  Esto era distinto bajo el SBP, donde por su estructura, los derechos aplicados a dos operaciones de importación simultáneas, variaban sin intervención de ningún acto administrativo y llevaban a percibir distintos derechos de importación, aún cuando el valor (precio de transacción) y el volumen (unidades métricas) de las mercancías fueran idénticos.  Hoy en día, dos operaciones de importación simultáneas, con igual valor de transacción y volumen, pagarán siempre el mismo derecho de importación.  En consecuencia, Chile ha dado cumplimiento a las conclusiones y recomendaciones del OSD.





� 120.	El derecho específico no impide la entrada a importaciones que presenten valores inferiores a un precio umbral o precio de entrada, en tanto el valor piso no es un precio umbral o de mercado interno o relacionado con él, y no es un precio de entrada. La carga arancelaria que determina el derecho específico permanece constante mientras no se dicte un nuevo acto administrativo que lo modifique o deje sin efecto. Por tanto, los derechos específicos no tienen las características fundamentales de un gravamen variable señaladas en el acápite c).


� 233.	Para determinar qué tipo de variabilidad hace que un gravamen a la importación sea un "gravamen variable a la importación" pasamos a examinar el contexto inmediato de los demás términos de la nota 1.  Los términos "gravámenes variables a la importación" aparecen después de la frase introductoria "[e]n estas medidas están comprendidas".  En el párrafo 2 del artículo 4, del que depende la nota, se habla también de "medidas".  Ello sugiere que una característica, al menos, de los "gravámenes variables a la importación" es el hecho de que la propia medida, como mecanismo, ha de imponer la variabilidad de los derechos.  La variabilidad será inherente a la medida si ésta incorpora un plan o fórmula que cause y garantice que los gravámenes se modifican de forma automática y continua.  Los derechos de aduana propiamente dichos, por el contrario, experimentan cambios discontinuos de los tipos aplicados, que se producen con independencia y sin relación con un plan o fórmula anterior.  El poder legislativo puede variar el nivel al que se aplican los derechos de aduana propiamente dichos, pero no por eso serán variables estos derechos de forma automática y continua.  Si se trata de un derecho de aduana propiamente dicho, para variar el tipo aplicado será siempre necesario un acto legislativo o administrativo específico, mientras que el sentido corriente del término "variable" implica que no se necesita tal acto.





� Párrafo 25 de Presentación Oral de Chile.





� Véanse los párrafos 246, 247, 249 y 258 del Informe del OA.





� Primera presentación escrita de Chile, párrafos 58 a 63.





� Segunda presentación escrita de Chile, párrafos 182 a 195.





� Japón - Bebidas alcohólicas, Órgano de Apelación, documento WT/DS8/AB/R WT/DS10/AB/R WT/DS11/AB/R, páginas 30 y 31 de la versión en inglés.





� Párrafo 28 de presentación oral de Chile.





� Ver respuesta N° 48 a preguntas del Panel.





� Otro camino habría sido establecer la protección adicional al arancel ad valorem directamente por ley, pero como se ha señalado, las bandas de precio buscan corregir las distorsiones existentes en los mercados internacionales y no sobreproteger al sector productivo nacional, lo que podría suceder al fijarse la protección por ley, por la mayor rigidez que ella presenta en su modificación.





* El anexo F-4 contiene las respuestas de Chile a las preguntas formuladas por la Argentina.  Este texto fue presentado inicialmente en español por Chile.





� Ver respuesta 22 de Chile al Grupo Especial.





� Informe del Órgano de Apelación sobre el asunto Argentina - Textiles y prendas de vestir, supra, nota 56, párrafo 46.





� Párrafo 233.





� Informe del Grupo Especial, apartado e) del párrafo 7.36.





� Párrafo 226.





� http://www.wto.org/spanish/thewto_s/glossary_s/glossary_s.htm


� Réplica de Chile, párrafo 65, al final.





� Declaración oral de Chile, párrafo 72.





� Véase el párrafo 254 del Informe del Órgano de Apelación.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 234.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 258.





� Réplica de Chile, párrafo 29.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 261.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 227.


� Prueba documental 2 presentada por la Argentina.





� Declaración oral de Chile, párrafo 31.





� Primera comunicación escrita de la Argentina, párrafos 263 y 264.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 233.





� Corea - Productos lácteos, informe del Órgano de Apelación, párrafo 139, WT/DS98/AB/R (sin subrayar en el original).





� Párrafo 185 de la Dúplica de Chile.





� Párrafos 182 a 195 de la dúplica chilena.





� Informe del Órgano de Apelación en CE - Ropa de cama (21.5 India), párrafo 87.





� Ministro de Agricultura de Chile, 5 de agosto de 2003.  "Historia de la Ley.  Compilación de textos oficiales del debate parlamentario.  Ley 19.897".  Biblioteca del Congreso Nacional.  Santiago, Chile, 2003.









